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Quito, 15 de abril de 2024  

 

 

INFORME DE ANÁLISIS INDIVIDUALIZADO DE LAS IMPUGNACIONES EXPUESTAS 

EN LA AUDIENCIA PÚBLICA EN EL MARCO DEL CONCURSO PARA LA DESIGNACIÓN 

DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA 

 

1.- DATOS INFORMATIVOS  

Responsables: Comisión Ciudadana de Selección de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública. 

 

No. NOMBRE DEL COMISIONADA/O CARGO 

1 GABRIELAN ALEXANDRA CADENA GARCÍA PRESIDENTA 

2 JULIO CESAR RUIZ ZHINGRE VICEPRESIDENTE 

3 TANIA ELENA CHAMORRO PALTIN SECRETARIA 

4 CESAR ALBERTO ENDERICA GUIN  COMISIONADO 

5 KIMBERLY NINOSHKA VILLAGOMEZ MOSCOSO COMISIONADA 

6 EDUARDO VICENTE YANEZ MEZA COMISIONADO 

7 GINA MARIETA BARRERA VIVAR COMISIONADA 

 

 

2.- ANTECEDENTES 

 

Mediante RESOLUCIÓN No. CPCCS-PLE-SG-012-O-2024-0097 del 20 de marzo de 2024, el Pleno 

del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social resolvió: 

Artículo 1.- Dar por conocidas las Resoluciones Nros. CCS-DPE-004-2024 y CCS-DPE- 005-

2024, de 19 de febrero de 2024, de la Comisión Ciudadana de Selección del procedimiento de 

selección y designación por concurso público, de oposición y méritos con postulación, veeduría 

e impugnación ciudadana de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, remitidas a través 

del Oficio No. OF-075-CCS-DP-2024 y Memorando No. CPCCS-CCS-DPE-2024-0040-M, de 

19 de febrero de 2024, suscritos por la Abg. Gabriela Alexandra Cadena García, Presidenta de 

la Comisión Ciudadana de Selección.  

Artículo 2.- Aprobar el modelo de Convocatoria a Escrutinio Público e Impugnación 

Ciudadana de los postulantes que superaron la etapa de oposición del Concurso público, de 

oposición y méritos con postulación, veeduría e impugnación ciudadana de la Primera 

Autoridad de la Defensoría Pública, remitida mediante Memorando No. CPCCS-CGC2024-

0288-M, de 19 de marzo de 2024, suscrito por la Mgs. Jackeline Elizabeth Herrera Piedra, 

Coordinadora General de Comunicación Social, Comunicación Participativa y Atención 

Ciudadana.  

Artículo 3.- Convocar a la ciudadanía a Escrutinio Público e Impugnación Ciudadana de los 

postulantes que superaron la etapa de oposición del Concurso público, de oposición y méritos 

con postulación, veeduría e impugnación ciudadana de la Primera Autoridad de la Defensoría 

Pública… 
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El 26 de marzo de 2024 en los periódicos de circulación nacional “Que”, “El Universo” y “El Expreso”, 

se publicó la convocatoria a Escrutinio Público e Impugnación Ciudadana, estableciéndose su 

presentación desde el 27 de marzo hasta el 03 de abril de 2024 a las 17h00, en la forma y condiciones 

señaladas en dicha convocatoria. 

Mediante Memorando Nro. CPCCS-SG-2024-0369-M del 03 de abril de 2024, el Mgs José Raúl Vallejo 

Espinoza, en su calidad de Secretario General del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 

remitió el listado de impugnaciones, detallando un total de 26 impugnaciones presentadas por la 

ciudadanía. 

En la sesión ordinaria No. 08 del Pleno de la Comisión Ciudadana de Selección para la designación de 

la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, llevada a cabo el 05 de abril de 2024, se aprobó la 

METODOLOGÍA PARA LA CALIFICACIÓN DE IMPUGNACIONES como instrumento de sustento 

para verificar que cumplan con las condiciones y requisitos establecidos en el artículo 55 del Reglamento 

del Concurso, así como los parámetros para la calificación. 

En la sesión No. 09 llevada a cabo el 09 de abril de 2024, mediante Resolución No. CCS-DPE-007-2024 

la Comisión Ciudadana de Selección aprobó los Informes individualizados de las impugnaciones 

presentadas por la ciudadanía en el marco del Concurso para la Selección y Designación de la Primera 

Autoridad de la Defensoría Publica, dando como resultado la  calificación de 5 impugnaciones y la no 

calificación de 21 impugnaciones, parámetros establecidos en el Reglamento del Concurso y otras 

disposiciones normativas constitucionales,  que garantizan el debido proceso, el derecho al honor y buen 

nombre de los ciudadanos, el principio de presunción de inocencia, la reserva de las investigaciones 

penales y la preclusión en los actos administrativos, principios que fueron reconocidos y aplicados por 

esta Comisión en el proceso de calificación. 

Se llamo a Audiencia Publica de las impugnaciones calificadas para el día jueves 11 de abril de 2024 a 

las 09h00, con el objetivo de escuchar los argumentos de cargo y de descargo de los impugnantes y 

postulantes respectivamente; esto en virtud de lo establecido en los artículos 57 y 58 del Reglamento 

del Concurso, convocatoria que fue debidamente notificada mediante correos electrónicos a los 

intervinientes. 

3.- BASE NORMATIVA 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 

Art. 209.- Para cumplir sus funciones de designación el Consejo de Participación Ciudadana y Control 

Social organizará comisiones ciudadanas de selección, que serán las encargadas de llevar a cabo, en los 

casos que corresponda, el concurso público de oposición y méritos con postulación, veeduría y derecho 

a impugnación ciudadana.  

Las comisiones ciudadanas de selección se integrarán por una delegada o delegado por cada Función 

del Estado e igual número de representantes por las organizaciones sociales y la ciudadanía, escogidos 

en sorteo público de entre quienes se postulen y cumplan con los requisitos que determinen el Consejo 

y la ley. Las candidatas y candidatos serán sometidos a escrutinio público e impugnación ciudadana. 

Las comisiones serán dirigidas por uno de los representantes de la ciudadanía, que tendrá voto dirimente, 

y sus sesiones serán públicas. 

LEY ORGÁNICA DEL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL 

SOCIAL 
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“Artículo 55.- El Consejo de Participación Ciudadana y Control Social para cumplir sus funciones de 

designación, organizará comisiones ciudadanas de selección que estarán encargadas de realizar el 

concurso público de oposición y méritos, con postulación, veeduría y derecho a la impugnación 

ciudadana para la designación de las siguientes autoridades: Defensor del Pueblo (…) y las demás 

necesarias para designar a las y los miembros de otros cuerpos colegiados de las entidades del Estado 

de conformidad con la Constitución y la ley. (…)” 

REGLAMENTO PARA LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD 

DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA MEDIANTE CONCURSO DE OPOSICIÓN Y MÉRITOS 

CON VEEDURÍA E IMPUGNACIÓN CIUDADANA 

“Artículo 3.- Principios rectores. - El presente concurso se regirá por los siguientes principios:  

a) Independencia: las normas del presente Reglamento se deberán aplicar partiendo de la valoración 

objetiva de hechos y libres de cualquier influencia ajena.  

b) Transparencia: durante todas las etapas del proceso se garantizará el acceso a la información a 

través de la publicación en la página web institucional y el acceso a la documentación del proceso de 

los ciudadanos interesados.  

c) Meritocracia: la autoridad será elegida por la acreditación de sus méritos profesionales, los que 

serán valorados en función de las facultades relacionadas al cargo a desempeñarse.  

d) Probidad e integridad: la autoridad será elegida valorando su honorabilidad, conducta intachable 

y ausencia de conflicto de intereses, de forma que, la conducta de los postulantes esté por encima de 

cualquier reproche a los ojos de un observador imparcial.  

e) Igualdad y no discriminación: todos los postulantes serán valorados como iguales y gozarán los 

mismos derechos, deberes y oportunidades.  

f) Idoneidad: la autoridad será elegida tomando en cuenta las aptitudes necesarias para desempeñar el 

cargo de Defensoría Pública.  

Artículo 15.- Requisitos para la postulación. - Para la designación de la primera autoridad de la 

Defensoría Pública mediante concurso público de méritos y oposición, con postulación, veeduría e 

impugnación ciudadana, las y los postulantes cumplirán con los siguientes requisitos establecidos en 

la Constitución y la Ley:  

a) Ser ecuatoriana o ecuatoriano y hallarse en goce de los derechos políticos;  

b) Tener título de tercer nivel en Derecho legalmente reconocido en el país;  

c) Haber ejercido con probidad notoria la profesión de abogada o abogado, la judicatura o la docencia 

universitaria en ciencias jurídicas, por un lapso mínimo de diez años; y,  

Artículo 16.- Prohibiciones e inhabilidades. - Además de las prohibiciones determinadas en los 

artículos 192 último inciso y 232 de la Constitución de la República del Ecuador, el artículo 77 del 

Código Orgánico de la Función Judicial y artículo 13 de la Ley Orgánica de la Defensoría Pública, no 

podrá postularse para ejercer el cargo de la primera autoridad de la Defensoría Pública, quien:  

a) Posea, a título personal o a través de su cónyuge, bienes, capitales, inversiones, fondos, acciones, 

participaciones de cualquier naturaleza en paraísos fiscales;  
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b) Sea cónyuge o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad del 

presidente o vicepresidente de la República;  

c) Hubiese sido condenado o condenada por sentencia ejecutoriada a pena privativa de libertad, por 

delitos de violencia contra la mujer y otros, mientras esta subsista;  

d) Tenga contrato con el Estado, como persona natural, socio o socia, representante, apoderado o 

apoderada de personas jurídicas, nacionales o extranjeras, celebrado para la adquisición de bienes, 

ejecución de obras públicas, prestación de servicios públicos sin relación de dependencia o explotación 

de recursos naturales, mediante concesión, asociación o cualquier otra modalidad contractual;  

e) Se hallare en interdicción judicial, mientras esta subsista, salvo el caso de insolvencia o quiebra que 

no haya sido declarada fraudulenta;  

f) Tenga sentencia ejecutoriada del Tribunal Contencioso Electoral por alguna infracción tipificada en 

la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador - Código de la 

Democracia-, sancionada con la suspensión de los derechos políticos y de participación, mientras esta 

subsista;  

g) No haya cumplido las medidas de rehabilitación resueltas por autoridad competente, en caso de 

haber sido sancionado o sancionada por violencia intrafamiliar o de género;  

h) Haya ejercido autoridad ejecutiva en gobiernos de facto;  

i) Haya sido sancionado o sancionada por delitos de lesa humanidad;  

j) Tenga obligaciones en mora con el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) como empleador 

o prestatario;  

k) Tenga obligaciones tributarias con deuda en firme con el Servicio de Rentas Internas (SRI);  

l) Haya sido directivo de partidos o movimientos políticos inscritos en el Consejo Nacional Electoral o 

haya desempeñado dignidades de elección popular en los cinco (5) últimos años;  

m) Sea miembro de las Fuerzas Armadas, de la Policía Nacional o de la Comisión de Tránsito del 

Ecuador en servicio activo, o representante de cultos religiosos;  

n) Tengan pensiones alimenticias vencidas y que se reflejen en el Sistema Único de Pensiones 

Alimenticias (SUPA);  

o) Sea cónyuge, tenga unión de hecho, o sea pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o 

segundo de afinidad de las Consejeras o Consejeros del Consejo de Participación Ciudadana y Control 

Social y/o de las y los miembros de la Comisión Ciudadana de Selección;  

p) Haya sido sancionado o sancionada con destitución por responsabilidad administrativa o tenga 

sanción en firme por responsabilidad civil o penal en el ejercicio de funciones públicas, sin que se 

encuentre rehabilitado o rehabilitada;  

q) Incurra en alguna de las inhabilidades, impedimentos o prohibiciones para el ingreso o reingreso al 

servicio civil en el sector público; y,  

r) Las demás prescritas en la Constitución y la ley.  
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s) La o el postulante acreditará no estar incurso en las prohibiciones señaladas, mediante una 

declaración juramentada en el formato único, otorgado mediante escritura pública ante Notario 

Público.  

Adicionalmente, los postulantes deberán acreditar los documentos públicos correspondientes 

solicitados en la convocatoria para demostrar que no se encuentren inhabilitados. Sin perjuicio de lo 

anterior, los miembros de la Comisión Ciudadana de Selección estarán obligados a verificar que el 

postulante no esté incurso en ninguna de las inhabilidades.  

Artículo 24.- Preclusión. - La finalización de una etapa del concurso público constituye la preclusión 

de esta, previo la reconsideración o recalificación respectiva dentro del término previsto para ello y 

permite el inicio de la siguiente etapa. No se admitirá reconsideración o recalificación alguna por parte 

de las y los postulantes respecto de una etapa que hubiere precluido.  

Artículo 51.- Escrutinio público e impugnación ciudadana. - La etapa de escrutinio público e 

impugnación ciudadana tiene como finalidad permitir a la ciudadanía y a las organizaciones sociales 

que presenten sus objeciones respecto de los postulantes y las postulantes, y, que estas sean resueltas 

de forma motivada y con objetividad.  

Artículo 53.- Legitimación activa y oportunidad- Los ciudadanos y organizaciones sociales podrán 

presentar impugnaciones en contra de los postulantes, dentro del término de cinco (5) días contados de 

la última publicación de la convocatoria.  

No se admitirán impugnaciones por parte de las y los postulantes en contra de otros postulantes en este 

concurso.  

Artículo 54.- Causales de impugnación. - cuando se considere que los o las postulantes incurran en 

una o más de las siguientes causales:  

a) Falta de cumplimiento de requisitos legales;  

b) Falta de probidad o idoneidad;  

c) Estar incursos en alguna de las prohibiciones e inhabilidades;  

d) Haber omitido información relevante para postular al cargo; y,  

e) Haber falsificado o alterado documentos para postular al cargo.  

Artículo 55.- Contenido de las impugnaciones. – Las impugnaciones deberán presentarse por escrito 

y deberán contener lo siguiente:  

a) Nombres y apellidos de la persona natural o representante legal de la organización que presenta la 

impugnación;  

b) Copia del documento de identidad y copia del certificado de votación de la persona natural o 

nombramiento del representante legal de la organización que presenta la impugnación;  

c) Nombres y apellidos de la o el postulante contra quien se dirige la impugnación;  

d) Identificación de la causal o causales que motivan la impugnación;  
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e) Descripción clara de los fundamentos de hecho y de Derecho que fundamentan la causal o causales 

de impugnación;  

f) Documentos probatorios en originales o copias debidamente certificadas; y  

g) Dirección electrónica para recibir notificaciones y firma de responsabilidad.  

“Artículo 56.- Calificación a trámite de la impugnación ciudadana. - En el término de un (1) día 

contado a partir de la culminación del término para la presentación de impugnaciones, la Secretaría 

General del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social remitirá las impugnaciones recibidas 

a la Secretaría de la Comisión Ciudadana de Selección para que la mencionada Comisión las califique 

y emita la Resolución de Calificación correspondiente dentro del término de tres (3) días, esta se 

notificará a las partes conforme a lo dispuesto en el presente Reglamento, la parte impugnada además 

será notificada con el contenido de la impugnación y los documentos de soporte.  

Solamente no se aceptarán a trámite aquellas impugnaciones que incumplan lo previsto en el Artículo 

51 del presente Reglamento. En caso de duda sobre la procedencia de la calificación de una 

impugnación, la Comisión Ciudadana de Selección calificará a trámite la impugnación, con la finalidad 

de garantizar el escrutinio público y la impugnación ciudadana. 

Artículo 57.- Audiencia Pública. - En la notificación de aceptación a trámite de la impugnación 

ciudadana, la Comisión Ciudadana de Selección señalará el lugar, día y hora para la realización de la 

audiencia pública en la que las partes presentarán sus pruebas de cargo y descargo, dicha audiencia 

se realizará en un término máximo de tres (3) días contados a partir de la notificación. Será transmitida 

a través de los medios telemáticos y redes de la institución.  

Artículo 58.- Sustanciación de la audiencia pública. - En el lugar, día y hora señalada, la Presidenta 

o el Presidente de la Comisión Ciudadana de Selección instalará la audiencia pública con la presencia 

de la mayoría absoluta de sus integrantes. La audiencia pública, se sustanciará de conformidad con las 

siguientes disposiciones:  

a) A estas audiencias podrán asistir los miembros del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y 

Control Social. El Secretario de la Comisión Ciudadana de Selección deberá notificar a los miembros 

del Pleno con el lugar, el día y la hora en la que estas se llevarán a cabo.  

b) Las audiencias públicas serán transmitidas por las plataformas informáticas del Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social.  

c) Las partes podrán intervenir de forma personal y/o por medio de abogado o abogada.  

d) En primer término, se concederá la palabra a la o el impugnante, luego de lo cual se escuchará a la 

impugnada o impugnado. El tiempo para cada exposición será máximo de veinte (20) minutos. Se 

garantiza a las partes el derecho a la réplica por hasta diez (10) minutos, en el mismo orden establecido.  

e) En caso de inasistencia de la o el impugnante, o en el evento de no asistir las dos partes, se archivará 

la impugnación de pleno derecho. Si la inasistencia es de la parte impugnada, la parte impugnante 

tendrá derecho a ser escuchada en la audiencia.  

Artículo 59.- Resolución de la impugnación ciudadana. - Concluida la audiencia pública, la Comisión 

Ciudadana de Selección, dentro del término de dos (2) días, emitirá́́́́ ́́́́ ́́́́
́́́́
 su resolución motivada 

individualmente y la notificará a las partes de conformidad a lo dispuesto en el presente Reglamento.” 
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5.-SÍNTESIS GENERAL DEL PROCESO DE CALIFICACIÓN DE LA IMPUGNACIÓN DE 

CONFORMIDAD CON EL REGLAMENTO DEL CONCURSO 

La calificación constituye el acto mediante el cual el juzgador o funcionario administrativo realiza una 

revisión de la demanda, denuncia, pedido o en este caso impugnación, para verificar que cumpla con los 

requisitos legales generales, especiales, intrínsecos y extrínsecos para cada caso. En el ámbito judicial 

la calificación está regulada en el artículo 146 del Código Orgánico General de Procesos. 

La norma en algunos casos permite subsanar las omisiones o completar la demanda, pero en el caso de 

las impugnaciones la norma pertinente no permite esta subsanación, por lo cual, todo acto o impugnación 

que no sea calificada queda inmediatamente archivada de pleno derecho. 

Legal y doctrinariamente, la demanda, acción, pedido o impugnación en este caso no sería calificada 

por 3 razones: 

a) Falta de requisitos formales 

b) Falta de competencia ante quien se presenta 

c) Cuando la interposición o petición es contraria a norma expresa  

La falta de requisitos formales consiste en la revisión por parte del funcionario judicial o administrativo 

que el accionante haya adjuntado a la demanda o impugnación, los documentos habilitantes para el 

ejercicio de la acción. Por ejemplo, la copia de la cédula, el certificado de votación, la partida íntegra 

matrimonial en los casos de divorcio, la partida de nacimiento en los casos de alimentos, el 

nombramiento del representante legal en los temas societarios y los medios probatorios.  

En el caso de las impugnaciones los requisitos formales son los establecidos en el artículo 55 del 

Reglamento del Concurso, por lo que, para su calificación, la Comisión verificó que cumplan los 

requisitos establecidos en la referida norma legal. 

La única limitación para presentar las impugnaciones es que un postulante no puede impugnar a otro 

postulante. 

Finalmente, no se califican demandas o acciones cuando su interposición o su finalidad de acuerdo a su 

petición es contraria a norma expresa. En ese caso, de pleno derecho el funcionario judicial o 

administrativo debe rechazar y no calificar la acción. Por ejemplo, una persona que siendo el padre 

solicita dejar de pagar alimentos sin impugnar paternidad, o una persona solicitando la autorización para 

ejercer una profesión sin título, o una empresa solicitando la privación de libertad de un particular por 

deudas. Es decir, cuando evidentemente la solicitud es contraria a norma expresa, no se califica.  

En el caso analizado, varios impugnantes solicitaron que se recalifique nuevamente una carpeta o se 

revise la validez de requisitos, cuando conforme el artículo 24 del Reglamento del Concurso, no es 

posible, pues estas acciones son propias de las fases de admisibilidad o calificación de méritos, las que, 

evidentemente, precluyeron; tornándose ilegal e inoficioso que puedan revisarse. 

- Descalificación por incumplimiento de requisitos 

De las 26 impugnaciones, en su mayoría, se presentaron sin documentos de soporte conforme el 

siguiente detalle: 

• IMPUGNANTES QUE NO PRESENTARON CERTIFICADO DE VOTACIÓN: 6  
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• IMPUGNANTES QUE NO PRESENTARON MEDIOS PROBATORIOS: 15  

- Descalificación por ser contrarios a norma expresa 

En cuanto a la verificación que la impugnación no sea contraria a norma expresa fueron descalificadas 

6 impugnaciones las cuales se encuentran debidamente sustentadas en lo siguiente: 

No. Nombre del 

Impugnante 

Síntesis de la impugnación Analisis de la CCS-DP 

1  

 

 

SANDRA SOFIA 

SÁNCHEZ 

URGILES 

(ASAMBLEÍSTA) 

 CONTRA  

RODRIGO DANIEL 

FRÍAS TORAL  

La impugnante señala que en su 

opinión varios documentos 

presentados por el postulante no 

fueron materializados, pese a que 

consta en ellos el sello de 

materialización. Pide que se 

investigue los mismos y que la 

Comisión se pronuncie sobre su 

validez. 

 El sustento de la impugnación es la opinión 

personal de la asambleísta, no adjunta ninguna 

resolución administrativa, peritaje o Informe que 

verifique que los documentos no son auténticos 

sino su opinión personal. Realizar una nueva 

revisión del documento no es facultad de la 

Comisión y está prohibido en razón el artículo 24 

del Reglamento del Concurso, pues la revisión 

documental es propia de la fase de admisibilidad 

la cual se encuentra precluida. Únicamente, si se 

hubiese adjuntado una resolución judicial de 

falsedad documental se hubiese admitido la 

impugnación por la causal del literal e) del 

artículo 54 del Reglamento del Concurso pero 

una mera opinión personal no es sustento 

suficiente para la misma y más bien su petición 

como ya se lo ha determinado es contraria a 

norma expresa. 

Adicional es menester recalcar que los 

documentos señalados por la impugnante 

cuentan con el sello de notarización 

correspondiente y con la firma de 

responsabilidad de la Dra. Cecilia Jácome 

Calderón, Notaría Décimo Sexta Del Cantón 

Guayaquil. 

2  

 

SANTIAGO 

RAFAEL VINUEZA 

MORALES 

 CONTRA  

WILSON 

GUILLERMO 

ORTEGA CAICEDO 

Aduce que dos certificados 

presentados por el impugnante no 

están de acuerdo al Reglamento 

del Concurso 

  El sustento de la impugnación es la opinión 

personal del impugnante, no adjunta ninguna 

resolución administrativa, peritaje o Informe que 

verifique que los documentos no son auténticos 

sino su opinión personal. Realizar una nueva 

revisión del documento no es facultad de la 

Comisión y está prohibido en razón el artículo 24 

del Reglamento del Concurso, pues la revisión 

documental es propia de la fase de admisibilidad 

la cual se encuentra precluida. Únicamente, si se 

hubiese adjuntado una resolución judicial de 

falsedad documental se hubiese admitido la 

impugnación por la causal del literal e) del 

artículo 54 del Reglamento del Concurso pero 

una mera opinión personal no es sustento 

suficiente para la misma y más bien su petición 

como ya se lo ha determinado es contraria a 

norma expresa. 
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3  

 

 

SANTIAGO 

RAFAEL VINUEZA 

MORALES  

CONTRA  

RICARDO 

WLADIMIR 

MORALES VELA 

Aduce que cuatro certificados 

presentados por el impugnante no 

están de acuerdo al Reglamento 

del Concurso 

 El sustento de la impugnación es la opinión 

personal del impugnante, no adjunta ninguna 

resolución administrativa, peritaje o Informe que 

verifique que los documentos no son auténticos 

sino su opinión personal. Realizar una nueva 

revisión del documento no es facultad de la 

Comisión y está prohibido en razón el artículo 24 

del Reglamento del Concurso, pues la revisión 

documental es propia de la fase de admisibilidad 

la cual se encuentra precluida. Únicamente, si se 

hubiese adjuntado una resolución judicial de 

falsedad documental se hubiese admitido la 

impugnación por la causal del literal e) del 

artículo 54 del Reglamento del Concurso pero 

una mera opinión personal no es sustento 

suficiente para la misma y más bien su petición 

como ya se lo ha determinado es contraria a 

norma expresa. 

 
4  

 

 

 

 

 

LUIS ALBERTO 

SILVIA SORIA 

 CONTRA  

RODRIGO DANIEL 

FRIAS TORAL  

Señala su inconformidad con la 

puntuación recibida por el 

postulante en la experiencia 

laboral. Señala que el postulante 

podría tener un conflicto de 

intereses al asumir el cargo por 

cuanto tiene su estudio jurídico 

privado. 

 El sustento de la impugnación es la opinión 

personal del impugnante que establece su 

inconformidad en el puntaje recibido por el 

postulante en la impugnación. De conformidad 

con el artículo 209 de la Constitución quien lleva 

adelante los concursos es la Comisión Ciudadana 

de Selección quien califica y establece puntajes 

con absoluta independencia interna y externa, por 

lo que no solo el señor Silva sino que varios 

ciudadanos o los propios postulantes pueden 

estar de acuerdo o en desacuerdo con las 

calificaciones asignadas a los postulantes, pero 

esa mera presunción no es sustento suficiente 

para descalificar al postulante por el puntaje que 

recibió en una etapa del concurso que ya 

precluyó.  

Realizar una nueva calificación basada en la 

opinión del impugnante no es facultad de la 

Comisión y está prohibida en el artículo 24 del 

Reglamento del Concurso, pues la calificación de 

expedientes es propia de la fase de méritos, ya 

precluida.  

 

Además, señalar que existiría un conflicto de 

interés porque el postulante tiene un estudio 

jurídico particular, es como pretender señalar que 

un abogado no trabaje o ejerza su profesión de 

manera privada para poder postular, lo cual no 

solo es una discriminación sino una incoherencia 

absoluta por parte del impugnante. 
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5  

 

DALINTON 

MOREIRA 

MOSQUERA 

CONTRA  

WILSON 

GUILLERMO 

ORTEGA CAICEDO 

El impugnante considera que 

existiría un conflicto de interés en 

el sentido que el postulante tiene 

un estudio jurídico privado 

Guevara y Ortega Asociados que 

entraría en conflicto con el cargo 

público de Defensor Público.  

Señalar que existiría un conflicto de interés 

porque el postulante tiene un estudio jurídico 

particular, es como pretender señalar que un 

abogado no trabaje o ejerza su profesión de 

manera privada para poder postular, lo cual no 

solo es una discriminación sino una incoherencia 

absoluta por parte del impugnante.  

Por lo que, al haber basado su impugnación en 

dicha incoherencia, absolutamente contraria a 

norma expresa pues el reglamento permite 

participar a abogados tanto del ámbito público y 

privado, dicha impugnación no fue calificada, 

porque vulnera el derecho de participación del 

postulante. 

6  

 

 

 

 

 

 

 

LUIS ALBERTO 

SILVIA SORIA 

 CONTRA  

JORGE 

CRISTÓBAL 

BALLESTEROS 

BALLETEROS  

Aduce que el postulante no tiene 

conocimientos en gestión 

administrativa. Señala su falta de 

probidad en el sentido que existe 

en su contra una denuncia en 

Fiscalía del asambleísta Ferdinand 

Álvarez en el marco del concurso. 

Señala que sus cargos jerárquicos 

superior no debieron ser 

puntuados.  

 El sustento de la impugnación es la opinión 

personal del impugnante que establece su 

inconformidad en el puntaje recibido por el 

postulante en la etapa de méritos y oposición. De 

conformidad con el artículo 209 de la 

Constitución quien lleva adelante los concursos 

es la Comisión Ciudadana de Selección quien 

califica y establece puntajes con absoluta 

independencia interna y externa, por lo que no 

solo el señor Silva sino que varios ciudadanos o 

los propios postulantes pueden estar de acuerdo 

o en desacuerdo con las calificaciones asignadas 

a los postulantes, pero esa mera opinión 

ciudadana no es sustento suficiente para revisar 

una calificación y menos aún para descalificar al 

postulante por el puntaje que recibió lo cual es 

una aberración jurídica.  

Realizar una nueva calificación basada en la 

opinión del impugnante no es facultad de la 

Comisión y está prohibido en razón el artículo 24 

del Reglamento del Concurso, pues la 

calificación de expedientes es propia de la fase de 

méritos la cual se encuentra precluida.  

En este caso también se pretendió que se 

descalifique al impugnante por cuanto en Fiscalía 

hace más de un año se inició una investigación 

por asociación ilícita en el cual el impugnante no 

está ni siquiera como sospechoso, sino la anterior 

Comisión Ciudadana de Selección. Sin embargo, 

la propia Constitución prohíbe que le tratemos 

como culpable al postulante pues el artículo 76 

numeral 2 de la Constitución consagra el 

principio de presunción de inocencia. 

Además los artículo 180 numeral 2 y 584 del 

COIP prohíbe que se ventilen en otras áreas que 

no sea el ámbito penal los elementos propios de 

una investigación previa, por lo cual las 

audiencias públicas no pueden volverse 
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escenarios donde se difundan y discutan 

elementos que Fiscalía se encuentran 

investigando y sobre los cuales hasta el momento 

ni siquiera hay indicios que en realidad se trate 

de un delito. 

 

Como resultado de esta calificación, en la que se eliminaron 15 impugnaciones por ser presentadas sin 

documentos habilitantes y 6 impugnaciones por ser contrarias a norma expresa quedaron únicamente 5 

impugnaciones respecto las cuales se desarrolló la Audiencia Pública el día jueves 11 de abril de 2024, 

a las 09H00. 

6. ANÁLISIS DE LAS IMPUGNACIONES REALIZADAS EN AUDIENCIA PÚBLICA 

La audiencia pública se llevó a efecto el día 11 jueves de abril de 2024, a las 09H00, conforme la 

convocatoria debidamente notificada a las partes intervinientes, transmitida a través de los canales 

oficiales del Consejo de Participación Ciudadana, donde se constató la presencia de los siguientes 

ciudadanos en las calidades de: 

IMPUGNANTES: 

No. NOMBRES Y APELLIDOS ASISTENCIA 

1 LUIS ALBERTO SILVIA SORIA Presente 

2 JULIO ALEXANDER ESCOBAR CHICAIZA Presente  

3 CARLOS GUSTAVO BRAVO HERNANDEZ Presente 

4 FREDDY RAMIRO HIDALGO ARROYO Presente  

5 DIXON ALBERTO ANGULO MECIA Ausente 

 

Dejándose expresa constancia por parte de Secretaría la ausencia del impugnante DIXON ALBERTO 

ANGULO MACIAS. 

POSTULANTES IMPUGNADOS: 

No. NOMBRES Y APELLIDOS ASISTENCIA 

1 BYRON JAVIER GUILLEN ZAMBRANO Presente 

2 JORGE CRISTOBAL BALLESTEROS BALLSTEROS Presente  

3 INES MARITZA ROMERO ESTEVEZ Presente 

4 FRIAS TORAL RODRIGO DANIEL Presente  

 

A fin de establecer el orden de intervención, se acodó con los impugnantes y los impugnados, realizar 

un sorteo. Este consistió en escribir los números del 1 al 4 en cuatro papeles. Los impugnantes 

seleccionaban un numero al azar, y este determinó el orden en que cada uno intervendría en la Audiencia 

Pública de impugnación.  
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No se consideró la intervención del impugnante DIXON ALBERTO ANGULO MECIA, porque no se 

encontraba en el momento del sorteo; tanto más, cuando era su obligación ciudadana comparecer para 

sustentar la impugnación al postulante que si asistió al escrutinio público. 

La Presidencia de esta Comisión Ciudadana estableció y comunicó públicamente las normas generales 

para la intervención de todos los impugnantes, a fin de que la ciudadanía tuviera claridad sobre el tema 

específico de cada intervención; limitándose exclusivamente a la causal invocada por el impugnante y 

calificada por la Comisión. No se permitió referirse a otra causal que no fuera admitida para la audiencia 

pública, en este enfoque garantizar el respeto al principio de contradicción, la igualdad de armas el 

derecho a la defensa, que son garantías básicas del debido proceso.  

En ese sentido, las impugnaciones se dieron en el orden que a continuación se detalla, 

6.1. IMPUGNACIÓN DEL CIUDADANO LUIS ALBERTO SILVA SORIA, EN CONTRA DEL 

POSTULANTE BYRON JAVIER GUILLÉN ZAMBRANO 

6.1.1. EXPOSICIÓN DE LAS PARTES 

Intervención del Abg. Luis Alberto Silva Soria: 

He escuchado con el mayor de los respetos de cómo se tiene que llevar a cabo la audiencia; sin embargo, 

quiero dejar constancia que el artículo 76 de la Constitución habla respecto al debido proceso y no se 

puede coartar el derecho de poder exponer y fundamentar en derecho y en forma técnica y con los 

sustentos respectivos la impugnación que he presentado, más aún cuando el reglamento del concurso 

establece que el trámite de la calificación de la impugnación presentada, no requiere de un informe 

previo en donde se establezca o se limite precisamente los argumentos, que yo he presentado en mi 

impugnación.  

En ese sentido, señora presidenta sí me voy a permitir exponer aspectos de fondo trascendentales en este 

concurso, con la finalidad de que ustedes tomen la mejor decisión. En ese sentido, pasaré a exponer o 

dividiré mi intervención en dos escenarios el primero que se referirá a las causas constitucionales legales 

y reglamentarias que motivan la presente impugnación y finalizaré con el debido proceso que debe 

guardar este proceso de impugnación.  

Muy bien, el primer argumento de fondo que he presentado en la impugnación es que el postulante no 

posee conocimientos en gestión administrativa. Es de su conocimiento, que el numeral 2 del artículo 

192 de la constitución en concordancia con el 287, punto 2 del Código orgánico de la Función Judicial, 

a mas de tener un titulo como abogado, legalmente reconocido en el país, es necesario que el defensor 

público, acredite poseer conocimientos en gestión administrativa. En ese sentido, el postulante 

impugnado no posee registrado en la SENESCYT, tener un título de tercer o cuarto nivel en 

conocimientos en gestión administrativa, y esto obviamente restaría las funciones, o mejor dicho, esto 

desmembraría el poder por optar una tan alta dignidad, de igual manera el postulante en la hoja de vida 

agrupa 12 cursos seminarios y talleres. Sin embargo, ninguno se refiere a gestión administrativa el 

postulante tampoco justifica, en este sentido, a través de la experiencia laboral ya que ha sido durante 

todo el transcurso de su carrera asistente de Fiscal, Juez de primer nivel, Juez de Tribunal de Penal, y 

Juez Penal de la Corte Nacional de Justicia, así como también ha ejercido la docencia Universitaria. 

Más, sin embargo, estas ramas judiciales no guardan ningún tipo de relación con el requisito 

constitucional y legal exigido.  
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Como prueba yo les voy a presentar al final señores comisionados de todo lo que me encuentro 

manifestando, como segundo punto el postulante Byron Guillen Zambrano mantiene pensiones 

alimenticias impagas desde el mes de septiembre del año 2023, al respecto la letra N del artículo 16 del 

reglamento del concurso prescribe lo siguiente: No podrán ejercer el cargo de la primera autoridad de 

la Defensoría Pública quien tenga pensiones alimenticias vencidas y que se refleje en el sistema SUPA.  

Se debe tener muy en cuenta que el artículo 8 del Código de Niñez y Adolescencia vigente, establece 

que se debe pagar las pensiones alimenticias a tiempo y desde el momento que se presente la demanda, 

a saber qué es lo que dice el artículo la pensión de alimentos se debe desde la presentación de la 

demanda, demuestro mediante el oficio número CJ-DNF-2024- 025F del 05 de marzo del 2024 emitido 

por el director Nacional Financiero de Consejo de la Judicatura, que el postulante ahora impugnado se 

encuentra en Mora en el pago de pensiones alimenticias, pues las mismas se encuentran impagas desde 

el mes de septiembre del año 2023  

Este documento lo presenté al momento que yo ingresé la impugnación y esto fue con fecha 2 de abril 

del 2024 a las 10:56, refuerzo lo manifestado, pues a esa fecha de presentación de la impugnación 

ciudadana paralelamente podrán constatar que el antes impugnado dentro de la causa 13205-2023-01737 

mantiene una deuda pendiente de pago por el valor de 1.046 dólares de los Estados Unidos de 

Norteamérica que se desglosan de la siguiente manera Uno $1.013, 97 por concepto de ocho pensiones 

alimenticias impagas y $32.91 dólares que corresponden a multas de intereses.  

Señores coordinados, cabe una interrogante en este sentido ¿Cómo podría patrocinar el hoy impugnante 

en el caso de que llegue a presidir la defensoría pública o en su defecto disponer a sus subalternos, que 

tengan a cargo que tengan a cargo causas por pensiones alimenticias y exigir su cumplimiento? Cuando 

el postulante impugnado tiene ocho pensiones alimenticias impagas esa es una duda que me nace, un 

cargo tan importante y delicado como el Defensor del Pueblo, cuya misión principal es la de defender 

los derechos de los ciudadanos más vulnerables y los ciudadanos más vulnerables, como ustedes 

conocen son los niños y adolescentes conforme lo estipula el artículo 44 de la Constitución.  

Entonces no estamos hablando de cualquier cosa estamos hablando de una inhabilidad de fondo y que 

obviamente tiene repercusiones legales en este concurso, permitir su designación señores comisionados 

sería enviar un mensaje contrario a la ciudadanía, ya que el mensaje sería el siguiente “no importa que 

adeudes pensiones alimenticias a tus hijos, pues dentro del proceso de escrutinio público para la 

selección y designación del defensor público este debía pensiones alimenticias a sus hijos y no pasó 

nada”, ese sería el mensaje 

Tercero, el postulante Byron Guillén se encuentra en curso en la inhabilidad especial por Mora prevista 

en el artículo 9 de la Ley Orgánica del Servicio Público, al respecto me refiero al artículo 4 del 

reglamento que expresa lo siguiente, A la letra “no podrá postularse para ejercer el cargo de la primera 

autoridad de la defensoría pública quien incurre en alguna de las inhabilidades impedimentos o 

prohibiciones para el ingreso o reingreso al servicio civil en el sector público y la ley”. Por motivo de 

lo anterior. el artículo 9 de la Ley Orgánica de servicio público expresa que no se registrarán los 

nombramientos expedidos o contratos celebrados a favor de las personas que se encuentren en Mora con 

el Gobierno Nacional o de Gobiernos Autónomos Descentralizados, al respecto me permito poner en su 

conocimiento que el Ministerio del Trabajo entre el 23 de marzo y el 2 de abril del 2024, fecha en el 

cual se ha ingresado las impugnaciones se ha certificado que el abogado Byron Guillén Zambrano sí 

registra impedimento para ejercer cargo público esto consta en el registro de prohibiciones inhabilidades 

e impedimentos legales para ejercer cargos públicos emitido por el Ministerio del Trabajo, en el cual se 
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registra que el impugnado adeuda a la Empresa Pública Municipal de Agua de Portoviejo. En igual 

forma me nace otra interrogante señora presidenta,  ¿Cómo podría exigir el hoy impugnado, en caso que 

llegue a ser designado como primera autoridad de la defensoría pública el cumplimiento de las 

obligaciones que nos establece la ley? Si el mismo las incumple con el agravante que dicho 

incumplimiento le ha generado una prohibición e impedimento legal para ejercer cargo público 

Cuatro, el postulante incurrió en la prohibición establecida en el artículo 103 punto12 del Código 

Orgánico de la Función Judicial, la letra A del artículo 16 del reglamento de este concurso, establece 

que no podrá postularse para ejercer el cargo de la primera autoridad de la defensoría pública quien 

incurra en los demás prescritos en la Constitución y la ley, al respecto el artículo 103 punto12 del Código 

Orgánico de la Función Judicial prescribe lo siguiente: es prohibido a los servidores judiciales ejercer 

la libre profesión de abogado directamente. Cómo sustento estos aciertos porque el señor Gustavo 

García Guerrero mediante certificado laboral manifiesta lo siguiente: en mi calidad de presidente de la 

empresa CLASS LAW CONSULTORES LEGALES ASOCIADOS, por medio del presente certifico 

que el señor doctor Byron Javier Guillén Zambrano, laboró en nuestro estudio jurídico ubicado en la 

avenida 6 de diciembre y Pereira edificio acuarios desde el 14 de noviembre del 2008 hasta diciembre 

del  2009 y también a partir de diciembre de 2009 hasta el 29 de marzo del 2010, en ese sentido la 

Fiscalía General del Estado, mediante oficio FEGPGGR-DH-2022-008320-O, ha certificado lo 

siguiente revisado el expediente personal que reposa en el archivo de la dirección de talento humano de 

la fiscalía, se certificó que el abogado Guillen Zambrano Byron Javier portado,r de la cédula de 

ciudadanía, que no lo doy por temas de reserva, prestó sus servicios en la fiscalía general del estado de 

conformidad al siguiente detalle y lo hizo bajo nombramiento provisional en calidad de asistente de la  

Fiscalía Provincial de Manabí, a partir del 6 de noviembre del del 2009 hasta el 30 de marzo del 2010 

es decir que simultáneamente mientras ejercía libremente su profesión trabajaba como Asistente Fiscal 

de la Fiscalía Provincial de Manabí, eso es un hecho muy grave y cosa que es castigada incluso por el 

Código Orgánico de la Función Judicial, pues es prohibido a los servidores judiciales patrocinar otras 

causas en forma privada. 

Señora presidenta nada más respecto al artículo 56 y al que me he venido refiriendo dice que en el 

término de un día contado a partir de la culminación del término para la presentación de impugnaciones 

la secretaría general del Consejo remitirá las impugnaciones recibidas a la secretaría general de la 

comisión para que la mencionada comisión las califique y emita la resolución de calificación en ningún 

momento la norma dice que se debe delimitar ciertos puntos para que no sean topados. Esto resta o 

vulnera el artículo 209 de la Constitución que dice que se debe garantizar la veeduría y el derecho de 

impugnación ciudadana sin limitación alguna o sea yo puedo observar todas las etapas del procedimiento 

por algo soy un ciudadano impugnante o qué quieren tapar. Disculpe 

Concluyo señora presidenta ya que se me están se me ha hecho un cortísimo tiempo explicar por qué 

debería continuar el procedimiento indicando finalmente lo siguiente Cuáles son los roles fundamentales 

de la Defensoría Pública es Un Órgano Autónomo de la Función Judicial, de acuerdo al 191 de la 

Constitución, presta un servicio técnico oportuno y eficiente de acuerdo al 191 inciso segundo de la 

misma Carta Magna y esto es fundamental para que se pueda conformar el consejo de la judicatura debe 

existir la representatividad de la defensoría pública conforme prescribe el artículo 179 de la Constitución 

es por ello que debe ir la persona más proba en este concurso señora presidenta porque adicionalmente 

el defensor público se lo nombrará por 6 años de acuerdo al 192 de la Constitución; por lo expuesto, sin 

allanarme a ninguna causal de nulidad en este concurso. Me permito solicitar que se digne a aceptar 
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todas las peticiones realizadas de mi impugnación y que se encuentran esgrimidas en el oficio número 

INPUG-002-SEP-2024, de fecha 2 de abril del 2024, reserve de réplica. Gracias.  

Intervención del postulante, Abogado Byron Javier Guillén Zambrano: 

Buenos días con todos los presentes. Buenos días con la ciudadanía en general, quiero previo a dar inicio 

a mi exposición en primer lugar hacer referencia a algo que no es una queja ni un impedimento para que 

yo esté aquí pero sí obviamente un óbice para presentar ciertas situaciones, el día de ayer se nos notificó, 

con las impugnaciones y se nos remitió un link, donde estaba la documentación sobre el impugnante, yo 

envié un correo que no podía acceder a ese link, me volvieron a dar nuevamente el link y finalmente no 

pude acceder ahí están obviamente especificados pero quiero dejar en claro que eso no es un óbice para 

que yo esté aquí, porque los aspectos bajo los cuales se ha ceñido esta impugnación y sobre los cuales, 

yo también voy a dar contestación son dos puntos específicos y que ya obviamente en la prueba haré 

una referencia justamente a esto primero sobre la gestión administrativa no es un tema obviamente de 

calificación que haya sido admitido por parte de la comisión; sin embargo, solamente quiero hacer una 

pequeña referencia porque lo hizo el impugnante en este momento si ustedes leen el artículo 191 de la 

Constitución de la República, señala claramente Cuáles son los requisitos el 192 específicamente para 

poder postular a la Defensoría Pública y dice ser ecuatoriano y estar en goce de los derechos políticos. 

Dos, tener título de Tercer nivel en derecho legalmente reconocido en el país y conocimientos en gestión 

administrativa y tres haber ejercido con idoneidad y probidad notoria la profesión de abogada o abogado 

la judicatura o la docencia Universitaria por un laxo mínimo de 10 años, bien, estos requisitos fueron 

obviamente calificados y fueron obviamente cumplidos al inicio y por eso estamos en esta etapa y como 

ustedes mismos lo han dicho, las etapas tienen una fase de preclusión, es decir que no se puede volver 

atrás cuando ya hemos cerrado una etapa y no podemos reabrir el debate sobre este punto, eso quiero 

dejar sumamente claro y establecido. Pese a que no es un punto de la impugnación, también quiero dejar 

en claro, pero lo ha tocado dentro de su exposición el impugnante, no tengo nada más que referirme 

sobre este tema.  

Voy a referirme, sobre el impedimento de ejercer cargo público por una deuda a un Municipio, bien 

según lo mencionado por el postulante hasta el día 2 se emitió la certificación, yo tengo aquí la 

certificación emitida por el Ministerio de Trabajo, que es un documento con firma electrónica, que lo 

voy a remitir al correo electrónico que ustedes me digan porque ahí se avala el documento original. Se 

remite porque si el día de ayer me notifican en la noche.  

Yo soy de Manabí, tengo que volar y tengo que estar a las 9 de la mañana aquí, en qué momento puedo  

materializar un documento pero como es un documento que tiene firma electrónica, lo puedo enviar a 

un correo y donde se establece que con fecha 2 de abril, que dijo el impugnante obviamente no presento 

impedimento de ejercer cargo público cuando yo postulé a este concurso uno de los requisitos uno de 

los requisitos para postular este concurso era presentar el certificado de no tener impedimento de ejercer 

cargo público pero debemos ser claros aquí son muchas las razones pero específicamente usted se olvida 

de pagar a tiempo el agua potable se olvida de pagar a tiempo la luz o tiene un problema económico y 

al siguiente día le sale un impedimento de ejercer cargo público Y a quién de los Ecuatorianos que 

estamos aquí no le puede pasar que se le olvidó pagar la luz se le olvidó pagar el agua y por eso ya no 

puede ejercer cargo público pero sin embargo es algo que es subsanable y el certificado que yo tengo 

tiene fecha dos de abril y dice claramente que no tengo impedimento de ejercer cargo público y tiene 

firma electrónica del Ministerio de relaciones laborales que ustedes los pueden constatar y lo pueden 

presentar qué es lo que se está discutiendo en este momento por lo tanto aquello dejaría sin sustento la 
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impugnación en este momento del señor impugnante que ojalá no le pase en algún momento en su vida, 

que esté ejerciendo un cargo público desconozco si el impugnante ejerce o no cargo público si es un 

ciudadano pero que no se olvida de pagar la luz y al otro día aparezca pero si leemos la Ley Orgánica 

del Servicio Público, claramente este es un aspecto subsanable lo dice La Ley Orgánica de Servicio 

Público, incluso cuando aparece un impedimento para ejercer un cargo público, se abre obviamente un 

tema administrativo para que se pueda subsanar en el término de 15 días ese impedimento pero sin 

embargo tengo el certificado que dice claramente que no tengo un impedimento para ejercer cargo 

público pero la mayoría de los ecuatorianos que me están escuchando en este momento podrán saber 

que les puede pasar a todos les puede pasar a los comisionados les puede pasar a todo el mundo.  

Lo importante es obviamente, es subsanar cualquier situación y la ley mismo Establece que es 

subsanable no lo digo yo si lo dijera yo fuera otra cosa bien me indican por favor al finalizar mi 

exposición el correo electrónico y les remito el certificado que tiene la fecha antes mencionada dos pero 

tomando en cuenta dos cosas cuando yo concurse presenté mi certificado y estoy volviendo a presentar 

nuevamente aquello.  

Sobre las pensiones alimenticias como dije no pude ver obviamente la documentación del impugnante 

la certificación a la que ha hecho referencia en este momento, pero no hay problema recemos algo 

recordemos algo básico los que algo conocemos del tema de niñez y adolescencia y esto es que las 

pensiones alimenticias se pueden pagar. Entonces si usted me presenta un certificado hasta la fecha del 

dos del 3 del cuatro yo no estoy en Mora en una pensión alimenticia, porque la ley no yo no lo digo me 

da los primeros 5 días para poder pagar las pensiones alimenticias. Entonces si me presentan un 

certificado en el cual obviamente ya estamos abril, pero quien dice claro que se debe pagar abril 

totalmente estoy de acuerdo que se debe pagar abril pero si el certificado no es después del 5 yo no 

puedo estar en Mora en una pensión alimenticia porque la ley establece ese Rango de tiempo para poder 

pagar una pensión alimenticia uno dos si a mí, me presentan un juicio por alimentos en qué momento 

yo tengo la obligación de pagar una pensión alimenticia en el momento que me citan porque antes de 

eso no conozco que tengo la obligación de pagar una pensión alimenticia pero ustedes pueden revisar.  

Yo estoy aquí en el sistema informático y puedo bajar obviamente y también enviarle en el sistema 

informático SUPA correcto y usted pueden revisar que todas mis pensiones alimenticias que por ley 

debo se encuentran acreditadas ahí están Todo está acreditado con verde. Ahí está es fácil de acceso 

para cualquier ciudadano obviamente puede ingresar y puede tener, y yo puedo bajar esta información.  

Obviamente con la última con la última fecha porque si algo tiene SUPA es que no le puede por decir 

yo quiero pagar la pensión de abril mientras deba las otras pensiones, entonces, si yo le bajo el último 

certificado significa que estoy al día no necesito justificarle algo más porque eso tiene el SUPA que no 

es que dice yo quiero pagar abril, pero debo todavía otras pensiones, no puede pagar abril mientras deba 

otras pensiones yo le acredito a la pensión que debe.  

Si yo le bajo el certificado en este momento de la pensión de abril y se lo se lo reenvío a usted al correo 

electrónico usted claramente se dará cuenta que estoy al día en las pensiones alimenticias, qué es la 

probidad, qué es obviamente lo que se necesita para ejercer cargo público haber pasado por todo este 

concurso por todas las etapas y tener la valentía de someterte aquí en este momento a un escrutinio 

público, yo no estoy en contra del impugnante, él tiene todo su derecho a impugnar a cualquier 

postulante pero sí quiero ser claro que cualquier ciudadano debe ser serio. 
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Porque no se trata de venir aquí simplemente a decir no me gusta este postulante no creo que pueda ser 

defensor público y finalmente serán ustedes señores miembros de la comisión quienes decidan si este 

postulante ha incurrido o no pero las pruebas están aquí es fácil acceso para cualquier ciudadano, 

obviamente de que uno está al día en las pensiones alimenticias es fácil para cualquier ciudadano le 

remito el certificado con firma electrónica y no hay ningún problema que son los dos aspectos que se 

han cuestionado y el tercer aspecto que no se dio paso y se interrumpió, claramente ya dije, yo en su 

momento cuáles eran esas  lo que se presentó en ese momento la recalificación  

Por lo tanto, yo solicito más allá que no he tenido acceso a la documentación porque tampoco se me ha 

puesto en consideración la documentación pero no la he necesitado porque a buena hora esta 

información se la puede obtener simplemente entrando al sistema informático y accediendo obviamente 

aquello, entonces no veo yo un problema en ese sentido y por eso no he hecho mayor problema a la 

documentación que ha presentado el Señor impugnante a quién de una u otra manera le digo me ha 

permitido Y eso es lo bueno de que este concurso y el reglamento permita la oportunidad de ejercer el 

derecho a la defensa  

Porque si nos quedamos solamente con lo que dice el impugnante o con lo que dice el denunciante la 

primera impresión que podría dar a la ciudadanía. Esa primera impresión sería Obviamente si está 

incurriendo en una prisión, pero este derecho a la defensa el permitir replicar los argumentos obviamente 

del impugnante permite dar otra idea y eso es justamente el modelo que tenemos y el modelo que 

debemos seguir sentando en los futuros concursos obviamente de los de los posibles concursos que 

vengan en el futuro, me reservo el derecho a la réplica Muchas gracias.  

Réplica del abogado, abogado Silva Soria Luis Alberto: 

Solo aclarar una situación en ningún momento me referido al impugnado si me gusta o no su candidatura 

lo que sí he manifestado es que el cargo que vaya a ocupar un defensor público tiene que ser probo y 

nada más que eso como segundo ha manifestado que por un descuido no ha pagado el agua potable, sin 

embargo, no sé si por secretaría se puede manifestar si es que este pago está acreditado ya que con fecha 

2 de abril que fue el último certificado que yo obtuve, perdón, fecha 1 de abril del 2024 y que obra del 

expediente.  

El impugnado sí tenía impedimento para ejercer cargo público precisamente por la empresa pública 

Municipal de Agua de Portoviejo, entonces por favor Solicito por secretaría que se verifique aquello 

señora presidenta si me permite un segundo una simple observación, el certificado que remití del 

Ministerio de relaciones laborales tiene fecha 2 de abril para que se le ponga también en conocimiento 

al señor se le corra traslado con el mismo.  

Contrarréplica postulante, el abogado Byron Javier Guillén Zambrano: 

Al señor impugnante y quiero hacer una acotación que son cosas que también le pueden pasar y llamo 

a la reflexión a la ciudadanía la supuesta deuda, que yo tenía en la ciudad de Portoviejo por un tema de 

agua potable fue de  una separación de bien correcto en donde ese domicilio ni siquiera me pertenece 

pero lamentablemente la persona que es dueña de ese domicilio y le puede pasar a cualquiera no ha 

hecho el cambio en la empresa pública de agua potable y como esa persona no ha hecho el cambio que 

le corresponde hacer el cambio a la empresa agua potable el medidor aparece todavía a nombre del ahora 

impugnado y por aquello obviamente me entero en ese momento de que no se ha hecho el respectivo 

cambio y a pesar de aquello de que no me correspondía a mí obviamente eso no lo va a entender el 

municipio no lo va a entender nadie de que yo no tengo que pagar aquello, sin embargo, tuve que pagarlo 
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a pesar de que ese domicilio ya no me pertenece a mí donde está ese medidor. Esto es algo que 

obviamente no importa señor impugnante, pero es algo que le digo que le puede pasar y le puede pasar 

incluso con un medidor de luz le puede pasar con un medidor de agua le puede pasar con cualquiera un 

domicilio que uno vende y no se hacen los cambios respectivos pues seguirá apareciendo, pero el 

certificado por favor pido se le ponga a consideración.  

La secretaria:” Señora presidenta en ejercicio de mis atribuciones Me permito informar que hoy 11 de 

abril de 2024 siendo las 10 horas con 36 minutos se ha verificado que el postulante Byron Guillen 

Zambrano, no mantiene pensiones alimenticias en mora.”  

Se ha permitido en esta mañana poder discutir con el impugnante pues se verifica claramente que 

ninguno de los dos se cumple correcto por lo tanto pido se deseche de manera formal la impugnación 

presentada por el señor Luis Silva a quien de una u otra manera se le ha permitido ejercer como un 

ciudadano obviamente esta posibilidad de impugnar, yo no le conozco al señor Silva Es la primera vez 

que le veo pero en todo caso lo que quiero decirle es que este señor que está aquí que ha estudiado toda 

su vida que ha tenido una carrera dentro del sector público y que de una u otra manera pretende aspirar 

a la defensoría pública lo único que pretende es servir a los demás nada más, jamás servirse de la 

institución de la defensoría pública, jamás buscar la defensoría pública como ningún escenario de 

carácter político o de otro escenario, sino como una institución meramente técnica. Por todo lo antes 

expuesto, Muchas gracias y muy buenos días.  

6.1.2. ANÁLISIS DE LA COMISIÓN 

La impugnación calificada se refiere a que el postulante se encuentra incurso en una inhabilidad 

determinada en el art. 54 literal c) del Reglamento del Concurso y que por lo tanto debe ser descalificado 

de inmediato del concurso público de Selección y Designación de la Primara  Autoridad de la Defensoría 

Pública, dado que mantiene pensiones alimenticias impagas según el Sistema Único de Pensiones 

Alimenticias, SUPA, el cuál fue adjuntado al escrito de impugnación y expuesto en la Audiencia 

Pública; además que de la revisión del STAJE, se puede colegir que el postulante hasta la presente fecha 

no ha sido citado con la demanda de alimentos de presunción de paternidad y no se ha fijado una pensión 

alimenticia definitiva.   

En esta misma línea, indica que el postulante Byron Javier Guillén Zambrano se encuentra actualmente 

incurso en la inhabilidad especial por mora, según lo determinado en el artículo 9 de la Ley Orgánica de 

Servicio Público (LOSEP), puesto que existe un certificado emitido por el Ministerio de Trabajo en 

donde se refleja que existen impedimentos para ejercer cargos públicos, por la falta de pago del servicio 

de agua de la ciudad de Portoviejo, lo cuál de manera objetiva significaría que el postulante se encuentra 

impedido no solo de asumir el cargo como Defensor Público General sino cualquier cargo en el sector 

público. 

Sin embargo, durante su réplica el postulante Byron Javier Guillén Zambrano, demostró que, para la 

fecha de la Audiencia Pública, se encontraban canceladas en su totalidad las pensiones alimenticias 

adeudadas como la cuenta del servicio de agua en la ciudad de Portoviejo. Adujo que los retrasos en 

dichos pagos son aspectos que pueden suceder a cualquier ciudadano, pero que son aspectos subsanables 

y que él ya los ha subsanado. Por lo tanto, afirmó que no mantenía ninguna deuda con el Estado ni con 

el alimentado que impida su capacidad de ejercer un cargo público.  

Al haberse desvanecido las causales invocadas por el impugnante, conforme lo certificado por Secretaría 

y la documentación presentada por el postulante en audiencia pública, se ha realizado el descargo 
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respectivo y, consecuentemente, en la actualidad el postulante no tendría un impedimento formal para 

postular al cargo de Defensor Público General. 

6.1.3. CONCLUSIÓN  

Por los argumentos expuestos en el análisis presente, una vez garantizado el debido proceso conforme 

al artículo 169 de la Constitución de la República, así como el ejercicio del derecho a la defensa y la 

existencia de una motivación adecuada, tal como lo estipula el artículo 76, numeral 7, literal l) de la 

Carta Magna, esta Comisión Ciudadana de Selección rechaza la impugnación formulada por el 

ciudadano Luis Alberto Silva Soria contra la idoneidad del postulante Byron Javier Guillén Zambrano. 

En consecuencia, se concluye que la solicitud de descalificación presentada por el señor Luis Alberto 

Silva Soria carece de sustento, por lo que se declara improcedente. 

6.2. IMPUGNACIÓN DEL CIUDADANO JULIO ALEXANDER ESCOBAR CHICAIZA EN 

CONTRA DEL POSTULANTE JORGE CRISTÓBAL BALLESTEROS BALLESTEROS. 

6.2.1. EXPOSICIÓN DE LAS PARTES 

Intervención del Impugnante Julio Alexander  Escobar Chicaiza: 

Buenos días señora presidenta, buenos días señora secretaria Buenos días con todos los presentes, para 

los fines legales pertinentes me presento mi nombre es Julio Escobar con cédula de ciudadanía 172 63 

46 172 el día de hoy realizo mi impugnación en contra del Señor Jorge Cristóbal Ballesteros debido a 

que él no es una persona proba porque el señor se encuentra con un expediente dentro de la misma 

institución donde él trabaja es decir en la fiscalía general del estado, por el delito de fraude procesal; por 

ende, la causal por la cual procedo a la presente impugnación consta en el literal b del artículo 54 del 

reglamento para la selección y designación de la primera autoridad de la defensoría pública mediante 

concurso de oposición y méritos con veeduría e impugnación ciudadana, esto es falta de probidad o 

idoneidad.  

En virtud de eso una persona que es denunciada penalmente por la propia institución en la que él trabaja 

no puede jamás ostentar un cargo Público de la relevancia que se requiere para estar al frente de la 

defensoría pública, esta denuncia verifica además que el postulante en su cargo como funcionario 

público ha incumplido con el literal H del Artículo 22 de la LOSEP, que señala como obligación que 

todos los servidores públicos, deben ejercer sus funciones con lealtad institucional rectitud y buena fe, 

sus actos deberán ajustarse a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y administrar 

los recursos públicos con apego a los principios de legalidad eficacia economía y eficiencia, rindiendo 

cuentas de su gestión. Ante lo manifestado, sin perjuicio de ahondar sobre la información en la audiencia 

correspondiente se verifica la falta de probidad e idoneidad del postulante Jorge Cristóbal Ballesteros. 

Por lo cual, debe ser descalificado del presente concurso hasta aquí mi intervención me reservo la 

réplica.  

Intervención del postulante, Doctor Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros: 

Hola. Buenos días, soy el postulante Dr.  Jorge Cristóbal Ballesteros,  quiero saludar al Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social, a la Comisión de Selección de la Defensoría Pública, por 

haber llegado hasta esta instancia del concurso, ya a la finalización, a la etapa eh de impugnación, en la 

cual la ciudadanía tiene toda la Facultad de presentar las dudas e impugnaciones sobre cualquier 

candidato. Este concurso que ha tenido muchos tropiezos al final está llegando a su conclusión. Quiero 

de la misma forma por cuanto la impugnación que se ha realizado en mi contra, se debe a mis actuaciones 
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como fiscal, contar un poco sobre cuál es mi trayectoria dentro de la fiscalía, ya que de esto es lo que 

Versa la impugnación es decir por mis actuaciones como agente fiscal, soy parte de la carrera fiscal, 

carrera tres, por 17 años nombrado agente fiscal, por el Dr. Jorge Germán Ramírez, en todos los cargos 

que he ejercido en la fiscalía ha sido por concurso de oposición y merecimientos. Tuve la oportunidad 

de ser elegido fiscal provincial desde el año 2012 al año 2016, luego de haber sido declarado ganador 

en un concurso de oposición y merecimientos, el hecho que el impugnante expone en esta audiencia, se 

refiere específicamente a una actuación dentro de ese cargo efectivamente y en la fiscalía provincial se 

tramitó una indagación previa en la cual por un tiempo estuvo traspapelado un expediente que estaba en 

custodia del señor secretario de la fiscalía. Al momento de que se sentó la razón por secretaría se le dio 

el trámite respectivo este expediente fue a conocimiento de la de las autoridades judiciales quien 

efectivamente terminó conforme a Ley. Sin embargo, la persona denunciante presentó una denuncia en 

la fiscalía general del estado por fraude procesal, esto es el señor Cristian Vinicio Torres Vera y de esta 

forma aquí quiero indicar y aclarar que no es la Fiscalía General del Estado la que ha incoado o se ha 

presentado como parte denunciante, ofendida contra el suscrito esta investigación previa a la que se 

refiere el impugnante, es presentada por el señor Cristian Vinicio Torres Vera, tengo el documento que 

lo quiero presentar a una vez que concluya mi intervención.  

Por lo tanto, aquello de que la misma institución en la que trabajo me ha denunciado, carece de 

veracidad, no se debe a ningún acto de corrupción a ningún acto reñido con la ley, se trata de un caso 

particular que ocurrió en el año 2016 y lo cual efectivamente la persona denunciante sin que este hecho 

constituya delito puso la denuncia respectiva en la Fiscalía General, quien en ese tiempo a pesar de que 

no constituía Delitos apertura una investigación previa en la administración del Dr. Galo Chiriboga 

Zambrano,  Fiscal General, a pesar de que el suscrito no tenía ninguna relación con ese caso. Sin 

embargo, se apertura esta investigación previa que no tenía absolutamente ningún fundamento. Una vez 

que se realizó la investigación conforme a la ley efectivamente la fiscalía especializada del cantón 

Babahoyo que le correspondió el trámite de esta investigación y dando el derecho tanto a la parte 

denunciante como a la parte que había sido denunciada concluyó en la investigación que el hecho 

denunciado no constituía delito, esta investigación previa fue efectivamente solicitada su archivo a la 

Jueza Doctora Francia Beatriz Toledo Peláez, de la Unidad Judicial Cantón Babahoyo, la cual señores 

comisionados, señores miembros del Consejo de opción ciudadana, efectivamente aceptó e la petición 

del fiscal y realizó efectivamente el archivo de la denuncia, la cual se encuentra en archivo de la Unidad 

Judicial Penal de Babahoyo.  

Quiero justificar de la misma forma con documentos debidamente materializados en la notaría 59 del 

cantón Quito, el estado procesal en la que se encuentra y en lo cual demuestro que lo que estoy indicando 

efectivamente es la realidad; así también, a pesar de que quiero ahondar sobre la situación del suscrito 

que según certificación que solicita la Fiscalía General del Estado, a través de la Fiscalía Provincial de 

los Ríos, se ha sentado una razón en la cual se ha certificado, que el Señor Jorge Cristóbal Ballesteros 

con cédula ciudadanía número 1203947930, no se ha verificado si existe investigaciones previas o 

instrucciones Fiscales en su contra. Esto para demostrar a la ciudadanía, efectivamente que como 

participante y postulante al cargo de Defensor Público General, no tengo ninguna investigación previa 

en mi contra, en la actualidad y la denuncia que efectivamente en el año 2016 constó y consta en los 

registros, y me imagino que es donde el señor impugnante obtuvo la información, no consta el resultado 

procesal o estado procesal, únicamente en estos registros suele constar el nombre de la persona 

denunciada y el número de investigación previa, en estos registros que suelen haber esta información.  
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Es por eso, de que justifico en esa parte la duda que ha tenido el señor Julio Escobar respecto a mi 

situación jurídica dentro de la fiscalía y para hondar más en este punto quiero indicar que Durante los 

22 años que tengo dentro de la función judicial no he tenido ningún sumario administrativo, no he tenido 

ninguna sanción disciplinaria por sumario administrativo que se pueda establecer que incurrido en 

alguna violación o mal desempeño en los cargos que he tenido dentro de la función judicial, soy un 

ciudadano de la provincia de los ríos que vine a estudiar hace muchos años en la Universidad Central 

del Ecuador, del cual obtuve mi doctorado y es a partir de que egrese de la Universidad Central, donde 

participé en el primer concurso que organizó el Consejo de la Judicatura, y obtuve el puesto de 

amanuense de un Tribunal Penal, desde diciembre del año 2002 hasta la presente, mi desempeño, mi 

actuación ha sido exclusivamente dentro de los judiciales, no he tenido ningún tipo de relación política, 

no he tenido ningún otra relación, mi único trabajo y la ciudadanía lo conoce en la jurisdicción donde 

yo me he desempeñado que es la provincia de los Ríos, mi buen desempeño y que ha sido reconocido 

por todas las instituciones de dicha provincia, expongo al país mi hoja de vida en la cual se podrá denotar 

que efectivamente he tenido una carrera intachable dentro de la Función Judicial, dentro de la Fiscalía 

General del Estado, he participado en algunos concursos nacionales. Este es el segundo concurso en el 

cual participo, espero tener en este sentido señores miembros de la comisión y señor impugnante, quiero 

descartar cualquier tipo de alegación que se pueda tener sobre mi persona, así también debe tenerse en 

consideración que el compromiso que tengo para desempeñar el cargo de Defensor Público.  

Réplica del impugnante, el abogado Julio Alexander Escobar Chicaiza: 

Señores miembros de la comisión, me mantengo con lo que dije, el señor Ballesteros no es una persona 

proba, debido a que los hechos de la presente impugnación radican en que ciudadano Jorge Cristóbal 

Ballesteros, con cédula de ciudadanía 1203947930, revisado el sistema de la Fiscalía General del Estado, 

registra la noticia de delito número 12010116090110, en el cual consta como por el delito de fraude 

procesal. Hasta aquí mi intervención.  

Contrarréplica del postulante, doctor Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros:  

Como lo he podido demostrar, documentadamente con certificaciones que han sido puestas para la 

revisión del impugnante, así como de los miembros de la comisión y de los veedores he podido justificar 

la información que acaba de otorgar el señor Julio Escobar, respecto a porque aparece en el sistema esa 

noticia del delito. Los hechos han sido resueltos y aclarados se ha determinado que esa denuncia no 

constituía delito; por lo tanto, no existe fundamento para poder indicar que no existiría probidad, lo he 

demostrado en 22 años de trabajo dentro del sistema judicial de este país, toda la ciudadanía puede es 

testigo de mi trabajo, de mi ejecución como operador de Justicia. Solicito señores comisionados que sea 

rechazada la impugnación por improcedente, no se adecúa ni tome en cuenta la información que ya se 

ha podido verificar y, por lo tanto, solicito rechazar esa impugnación para poder continuar con este 

concurso.  

6.2.2. ANÁLISIS DE LA COMISIÓN 

El Abogado Julio Alexander Escobar Chicaiza presentó su impugnación contra la candidatura de Jorge 

Cristóbal Ballesteros Ballesteros, basándose en la existencia de un expediente por fraude procesal en la 

Fiscalía General del Estado, argumentando que esta situación pone en duda la probidad y la idoneidad 

del postulante para ocupar un cargo público de alta relevancia como el de la Defensoría Pública. 

Además, señaló que este hecho contradice las obligaciones de lealtad institucional y buena gestión de 

recursos públicos establecidas en la Ley Orgánica del Servicio Público (LOSEP). 
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En respuesta el postulante Jorge Cristóbal Ballesteros Ballesteros destaco su trayectoria de 22 años de 

servicio en la función judicial, durante la cual todos los cargos que ha desempeñado en la fiscalía fueron 

obtenidos mediante concursos de oposición y méritos. 

Señaló que la denuncia por fraude procesal en su contra fue presentada por un tercero y no por la Fiscalía 

General del Estado, y que dicha denuncia fue resuelta, sin constituir delito tras una investigación 

exhaustiva que concluyó en su archivo por falta de fundamentos legales. 

Así también, el postulante presentó certificaciones y documentos que respaldan dicha resolución legal 

y demuestran la inexistencia de investigaciones o instrucciones fiscales en su contra en la actualidad, 

por lo que solicitó a la Comisión rechazar la impugnación por improcedente y permitirle continuar en el 

concurso para el cargo de Defensor Público General. 

En este sentido, la Constitución de la República establece de manera clara en su artículo 76 numeral 2 

que toda persona será inocente hasta que no se demuestre lo contrario mediante resolución en firme o 

sentencia ejecutoriada. Por tal motivo, en el presente caso no existe sentencia ejecutoriada en contra del 

postulante que rompa su presunción de inocencia, más bien se constata que mediante una  resolución 

judicial se archivó la investigación en su contra. Para mayor ilustración, esto sucede cuando la Fiscalía, 

quien dirige la investigación previa,  no ha encontrado los elementos necesarios que hagan presumir que 

la actuación de un ciudadano sea considerado como delito, menos aún que exista un nexo causal y su 

responsabilidad. 

Es así, que la Comisión Ciudadana de Selección, ante el hecho evidente y probado, al no existir decisión 

judicial ni tampoco un proceso judicial instaurado en contra del postulante que implique una falta de 

probidad para participar en este concurso, establece que no se ha demostrado la existencia de una causal 

para su descalificación. 

6.2.3. CONCLUSIÓN  

Por los fundamentos señalados en el presente análisis una vez que ha sido garantizado el debido proceso 

determinado en el artículo 169 de la Carta Magna, se ha ejercido el derecho a la defensa y que se cuenta 

con una adecuada motivación en los términos señalados en el artículo 76 numeral 7 literal l) de la 

Constitución de la República del Ecuador, está Comisión Ciudadana de Selección rechaza la 

impugnación realizada por el ciudadano Julio Alexander Escobar Chicaiza en contra del postulante Jorge 

Cristóbal Ballesteros Ballesteros. 

6.3. IMPUGNACIÓN REALIZADA POR EL CIUDADANO CARLOS GUSTAVO BRAVO, EN 

CONTRA DE LA POSTULANTE INÉS MARITZA ROMERO ESTÉVEZ 

6.3.1. EXPOSICIONES DE LAS PARTES  

Intervención del Impugnante Carlos Gustavo Bravo Hernández:  

La presente intervención e impugnación la realizó en aras de que los cargos públicos sean ocupados por 

los ciudadanos que cumplen con los requisitos legales. Entregaré la información que servirá de 

fundamento suficiente para descalificar a la parte impugnada. 

Mi impugnación se basa en el informe final de la mesa por la verdad y la justicia, perseguidos políticos 

nunca más, el mismo que afirma que la postulante no actuó de manera adecuada y apegada a derecho 

dentro de diferentes causas en el ejercicio de sus funciones como jueza de la Corte Provincial de Justicia 

de Pichincha y por lo tanto no sería una persona proba. 
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El reglamento del concurso es una norma apegada al derecho público y que por ende la probidad debe 

de tratarse con total objetividad, que el reglamento contiene la palabra objetividad 8 veces y menciona 

al artículo 3 literal del reglamento del concurso. 

Soy un observador imparcial, y que el principio de probidad es un verbo rector para la elección de la 

primera autoridad de la defensoría, cita el artículo 15 literal c del reglamento que indica que debe de 

haber ejercido con notoria probidad la profesión dentro del consejo de la judicatura como en el caso de 

la impugnada y cita el artículo 54 literal b manifestando que la falta de probidad es causal de 

descalificación. 

Practico la siguiente prueba: 1. El informe final por la mesa de la verdad y la justicia, perseguidos 

políticos nunca más, realizado por la vocalía 3, en sus páginas 204, 211, 215, 218, 22, 223, 224 y 225 

del Consejo de la Judicatura, que la impugnada vulneró los derechos de Luis Caizaluisa, María Cevallos, 

Segundo Cisneros, Alexis Cifuentes, Kleber Palacios, Christian Pineda, Armando Antamba, Carlos 

Espinosa, Edison Cadena y Lincango Llumiquinga. Además de esto las actuaciones de la Dra. Romero 

se vieron involucradas en los casos Fausto Cevallos Tamayo, Danny Herrera, Freddy Revelo y Daniel 

Gutiérrez, todos ellos del caso pases policiales. 

El informe antes nombrado se refiere a que, en la misma página del consejo de la judicatura, así como 

en el informe el objetivo del encuentro de la mesa es convocar a la conformación de la mesa, instancia 

que se procesaran las denuncias que presentaran las personas o instituciones políticas que se consideren 

víctimas de las actuaciones políticas y judiciales del anterior gobierno. Persecución política que se 

aplicaron durante el gobierno de Rafael Correa, todas estas actuaciones demuestran una falta de probidad 

por parte de la impugnada, manifiesta que la probidad no exige una sentencia y que esta debe ser probada 

por la postulante y que la postulante claramente no la tiene. 

La prueba se encuentra presentada en un CD y entrego en ese momento por el principio de contradicción. 

Sin embargo, a sabiendas de esta información, solicité al Director nacional del control disciplinario del 

consejo de la judicatura que presente los procesos disciplinarios que se tengan en contra de la 

impugnada, solicitud que no ha sido contestada, pero que, a pesar de no tener la certeza, tengo los 

números de procesos que son los siguientes: 17001-2023-1074 y 17001-2023-1085. 

Los números de juicio y la solicitud al director nacional de control disciplinario del consejo de la 

judicatura no fueron presentadas dentro de la impugnación por escrito. 

Invito a las autoridades a solicitar la información que prueba que no existe probidad notoria por parte 

de la impugnante en la judicatura por el lapso de 10 años y que por ende la impugnante no cumple con 

los requisitos por parte de la impugnante, ya que el informe prueba que ha vulnerado derechos humanos. 

Intervención de la Impugnada Dra. Inés Maritza Romero Estévez: 

Solicito que se lea el artículo 55 literal f por medio de secretaria, y que por favor se digne por secretaria 

a certificar si el impugnante presentó pruebas como copias certificadas o materializadas ante una notaría 

pública y se verifique por secretaria que adjunto en copias simples, así como un archivo digital sin 

certificado alguno.  

El informe no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 55 del reglamento y  por la resolución 

tomada por la comisión de fecha 9 de abril, que calificó la impugnación del ciudadano se constituye una 

arbitrariedad,  a pesar de no cumplir con los requisitos y que se ha percatado que otras impugnaciones 
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no fueron aceptadas por no cumplir con los mismos requisitos afectando el derecho de igualdad. Me han 

sido vulnerado mis derechos y perjudicada. 

Presento las siguientes pruebas de descargo  para demostrar que lo anterior dicho por el impugnante es 

mentira: 1. Certificación suscrita electrónicamente por la secretaria del control disciplinaria del consejo 

de la judicatura de fecha 5 de abril del 2024, por medio de la cual se certifica la falta de sanciones a la 

impugnante durante su ejercicio dentro del consejo de la judicatura. 2. Oficio original 1270-SS-PM-

PPT-CCP-CNJ-2024 del 10 de abril del 2024, suscrito manualmente por la secretaria de la sala penal 

militar, penal policial, transito, corrupción y crimen organizado de la corte nacional de justicia, 

certificando que no ha emitido sanciones en mi contra. Nunca durante mis 13 años que trabajó dentro 

de la función judicial he tenido sanción alguna. 

El impugnante ha presentado sentencias que yo he dictado y que han sido ratificadas por la corte 

constitucional, adjunto las pruebas necesarias. He  sido la única funcionaria que se atrevió a denunciar 

la corrupción mi vida y la de mi familia corre peligro, puesto que lucho en contra de la corrupción y por 

eso me he postulado. 

Dentro del concurso ha sido perjudicada en las fases anteriores y dentro de la presente fase y se me ha 

violentado el principio de paridad, puesto soy la única postulante mujer que consta dentro de la audiencia 

de impugnación. 

En consecuencia, la impugnación no debió ser aceptada puesto que no cumple con los requisitos y que 

con toda la documentación que he adjuntado se demuestra que lo dicho por el impugnante es totalmente 

falso. Solicito el archivo inmediato de la impugnación y por ende continuar dentro del presente proceso. 

Réplica del Impugnante Carlos Gustavo Bravo Hernández 

El CD presentado cumple con el artículo 193 del Cogep, artículo que indica que los documentos 

electrónicos no requieren de su materialización y que por lo tanto su prueba es legal y debe ser 

considerada dentro del mismo proceso. 

La comisión se ampare en el artículo 12 y que soliciten información de la impugnada y que se pruebe 

que durante 10 años continuos existe al menos 1 conducta reprochable por parte de la impugnada dentro 

de la judicatura y que se den cuenta que la excusa de la impugnada es no mantener sentencia en firme.  

En consecuencia, solicito que se dé por calificada mi impugnación y que por lo tanto se descalifique a 

la impugnada por no haber tenido una conducta proba dentro del Consejo de la Judicatura durante 

mínimo 10 años. 

Réplica de la Impugnada Dra. Inés Maritza Romero Estévez:  

Los documentos que se encuentran dentro del CD tampoco se encuentran certificados y el CD tampoco 

cumple con el requisito puesto que, para ser constituido como prueba, debió tener una pericia 

determinada por un perito certificado del Consejo de la Judicatura. 

Por lo tanto, la impugnación no debió ser calificada al no cumplir con los requisitos para presentar las 

impugnaciones. He sufrido persecución por los vocales de la anterior comisión que se encuentra en 

investigación por asociación ilícita.  

Solicito que se archive la impugnación por no haber sido presentada de conformidad a derecho con los 

requisitos del reglamento y tampoco presentó ninguna prueba pertinente y de conformidad al derecho. 
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6.3.2. ANÁLISIS DE LA COMISIÓN  

El impugnante sostiene que la postulante no cumple con el requisito de probidad exigido para ocupar el 

cargo, citando un informe realizado por la Vocalía 3 del Consejo de la Judicatura que señala supuestas 

irregularidades cometidas por la postulante en su cargo como jueza. 

Destaca la importancia de la objetividad en la selección de cargos públicos, respaldándose en el 

reglamento del concurso y en la normativa legal pertinente.  

Además, presenta como pruebas de sus aseveraciones un CD con evidencia documental, para respaldar 

sus argumentos, pero al momento de la audiencia presenta los documentos escritos contenidos en el 

referido CD. 

Por su parte, la impugnada rebate estas alegaciones presentando certificaciones oficiales que respaldan 

su historial impecable en la función judicial, mostrando la falta de sanciones disciplinarias en su 

trayectoria profesional. Sostiene que la impugnación carece de fundamento legal y formal, al no cumplir 

con los requisitos establecidos en el reglamento del concurso, por cuánto señala que los documentos 

adjuntos al CD no son originales ni están debidamente certificados conforme señala el literal f) del 

artículo 55 del Reglamento del Concurso. 

En su réplica, el impugnante defiende la validez de las pruebas presentadas, argumentando que la 

ausencia de sentencias en su contra no asegura su probidad. Insiste en que la información proporcionada 

es suficiente para descalificar a la impugnada. Por otro lado, la impugnada reafirma que la impugnación 

no cumple con los estándares necesarios para ser considerada válida y solicita su archivo inmediato. 

Al respecto está Comisión establece que los hechos expuestos por el impugnante no constituyen aspectos 

demostrados en un informe sancionatorio, por cuanto no existe resolución en firme establecida por 

autoridad competente que sancione las actuaciones de la postulante en el ejercicio de su cargo. Por el 

contrario, en la Audiencia Publica la postulante ha establecido con certificaciones del Consejo de la 

Judicatura como órgano de control y disciplina de la Función Judicial que en su carrera judicial no ha 

tenido sanciones por sus actuaciones como funcionaria judicial. La Comisión en este tipo de 

acusaciones, estableció desde un inicio que aplicará lo determinado en el artículo 76 numeral 2 de la 

Constitución de la República, por lo que al no existir una sanción en firme en contra de la postulante no 

se ha demostrado la causal de falta de probidad aducida por el impugnante para solicitar su 

descalificación. 

Adicionalmente cabe señalar que , aunque inicialmente se aceptó la calificación de la prueba presentada 

por el impugnante entregada en un CD como medio electrónico, según lo faculta de manera 

suplementaria en el Código Orgánico General de Procesos - COGEP, en la audiencia respectiva el 

impugnante evidenció que el contenido una reproducción digital de un expediente que consta en copias 

simples por lo tanto una vez comprobada  la falta de requisitos necesarios, se establece la no procedencia 

de dicha impugnación. Tanto, que si bien existen 10 procesos disciplinarios iniciados en contra de la 

postulante Romero Estévez, en ninguno de estos procesos ha sido sentenciada, más si presentó una 

certificación del Consejo de la Judicatura que avala su intachable trayectoria como jueza, con lo cual 

desvirtúa las alegaciones del impugnante. 

6.3.3. CONCLUSIÓN  

Basándonos en los fundamentos expuestos en este análisis y habiendo garantizado el debido proceso 

como lo establece el artículo 169 de la Carta Magna, así como ejercido el derecho a la defensa y contando 
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con una adecuada motivación en los términos señalados en el artículo 76 numeral 7, literal l) de la 

Constitución de la República del Ecuador, esta Comisión Ciudadana de Selección rechaza la 

impugnación realizada por el ciudadano Carlos Gustavo Bravo Hernández,  en contra de la postulante 

Inés Maritza Romero Estévez. 

6.4. IMPUGNACIÓN DEL CIUDADANO FREDDY RAMIRO HIDALGO ARROYO EN 

CONTRA DEL POSTULANTE RODRIGO DANIEL FRÍAS TORAL 

Intervención del Impugnante Doctor Freddy Ramiro Hidalgo Arroyo: 

Buenos días, buenos días señores miembros de la comisión de selección defensoría pública Buenos días 

señor postulante señor abogado Rodrigo Frías, público que se encuentra presente, público que se 

encuentra por redes sociales.  

Presento mi proceso de impugnación al proceso de selección con el señor Rodrigo Frías. 

Disculpe señora Presidenta, yo he preparado una presentación respecto del proceso de impugnación 

porque queremos primero hacer caer en cuál es el principio de la defensoría Pública que es parte de la 

función judicial y al ser parte como de la función judicial debe cumplir con los principios que se han 

venido trabajando en este concepto. Qué es lo que se ha venido trabajando en el concepto desde hace 

vario tiempo, tener una justicia abierta donde exijan los principios de transparencia rendición de cuentas 

y que la ciudadanía pueda conocer e impugnar los procesos en los que se encuentra atravesando la 

justicia como tal.  

En el segundo punto, nosotros hemos puesto una sentencia de la corte constitucional respecto de la 

probidad notoria que debe tener la persona designada para tener en el proceso de designación de 

Defensor Público como tal.  

La siguiente diapositiva en este concepto la probidad notoria tiene un concepto de relación con la 

honradez, con la pulcritud en todos los procesos de sus actuaciones, porque nosotros en el proceso de la 

función judicial que vamos a tener una representación, vamos a tener que actuar con todos estos y sus 

derechos. 

La Contraloría General del Estado, en su Artículo 40, determina cuáles son sus acciones u omisiones y 

cuáles de esto que debe permitir y seguir que toda persona es responsable por sus actos y si no es 

responsable por sus actos, el no actuar también será responsable por sus omisiones que tenga dentro del 

desempeño del cargo público al que se representa o al cual es nominado. 

En los procesos señalados, el postulante el abogado Rodrigo Frías, tiene dos procesos que se encuentran 

determinados en el SATJE, los cuales se encuentran uno en el archivo y en el otro se encuentra 

llamamiento a juicio, es decir, que  un evento ha sido culminado dentro de la función judicial y el otro 

proceso se encuentra a la espera de una designación de un tribunal para que exista un proceso de 

desenlace.  

 La función judicial el Código Orgánico de la Función Judicial en su artículo 13 establece el principio 

de publicidad, que significa que todo proceso debe ser publicado para conocimiento de las partes y solo 

existe una resolución del Consejo de la judicatura que si las partes demandado y demandante se ponen 

de acuerdo la información en el SATJE debe ser eliminada, entonces bajo estos principios, el proceso 

de archivo el concursante ha solicitado el archivo y que se elimine la parte de los nombres de quienes 

fueron demandados pero no existe la aceptación del envío por parte de quién fue demandante. 
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 En la siguiente impugnación, todo el mundo tiene derecho a la libre asociatividad, tiene el derecho a 

poder ser empresa y dentro de eso se publicó lo que tiene el portal de la Superintendencia de Compañías 

del postulante,  es representante de una empresa que se llama Ecuador Consulting, cuya actividad de la 

empresa es representar judicialmente a compañías que van a un proceso de litigio o un proceso judicial 

como tal.  

 Aquí tenemos el concepto de lo que es un conflicto de interés, el conflicto de interés es cuando una 

organización para la cooperación y el desarrollo económico considera que existe un conflicto de 

intereses cuando hay un conflicto entre deberes públicos y los intereses privados de un funcionario 

público que podría influenciar indebidamente a la ejecución de sus deberes y responsabilidades.  

Entonces si yo soy un funcionario público y tengo una organización privada que se dedica al ejercicio 

Público de demandar o ser defendido de actos judiciales en ese momento al estar dentro del concurso de 

defensor público podría causar un conflicto de intereses como se pone en la última lámina.  

Las partes del juicio tenemos el juez tenemos el actor o el demandante podría ser la defensoría pública 

y quién va a ser la defensa podría ser la empresa Ecuador Consulting, donde el aspirante es Gerente 

General de esa entidad y al acceder al puesto, si lo accede de defensor público, podría tener conflictos 

de interés.  

Muchas gracias a usted señora presidenta por haberme permitido la exposición hasta ahí llega la 

exposición. 

Intervención del Postulante Rodrigo Daniel Frías Toral: 

Muchas gracias con su permiso quisiera por medio de su autoridad como presidenta, solicito que a través 

de secretaría se informe por favor antes de continuar, dado que los otros impugnantes así lo hicieron, si 

el impugnante tiene o no, no lo sé, no sé a quién me estoy dirigiendo el nombre del impugnante, y si 

tiene preparación académica como tal y qué preparación académica tiene, por favor es vital para lo que 

voy a exponer.  

Secretaria de la Comisión: 

La impugnación es presentada por el ciudadano Hidalgo Arroyo Fredy Ramiro con cédula de ciudadanía 

1709995284 de ocupación empleado público.  

Secretaria de la Comisión: 

Señor Dr. Frías, me permito indicarle que el reglamento indica que las impugnaciones pueden ser 

presentadas por ciudadanos ecuatorianos, no precisa la preparación Académica.  

Postulante Rodrigo Daniel Frías Toral: 

No estoy exigiendo que sea que tenga título académico, solo quiero confirmar si tiene Título de Tercer 

nivel si se lo podrían preguntar. Tiene título de Tercer nivel por medio de usted quisiera hacer esa 

pregunta. 

Presidenta de la Comisión: 

Señor Hidalgo, ¿tiene título de Tercer nivel? 

Intervención del Impugnante Freddy Ramiro Hidalgo Arroyo: 



 
  

Sede Quito: Santa Prisca 425, entre Vargas y Pasaje Ibarra. Edificio Centenario. PBX (593-2) 3957210 
www.cpccs.gob.ec 

Señora presidenta, mi hoja de vida se encuentra publicada en el observatorio ciudadano de la función 

legislativa porque hasta el mes de marzo fui asesor legislativo del Asambleísta Gissela Molina y en el 

periodo anterior fui asesor del Dr. Ricardo Vanegas Cortazar, dentro de eso le puedo constatar que tengo 

título de cuarto nivel, experiencia de 20 años en el tema de auditoría y dentro de los últimos dos años 

me he puesto a hacer procesos de investigación en los cuales los hechos más relevantes publicados han 

sido uno estafa ISSPOL.  

Intervención del Postulante Rodrigo Daniel Frías Toral: 

Muchas gracias señora Presidenta, era lo único que quería saber si tenía o no tenía.  

Por qué hice esta acotación, porque entendiéndose que un ciudadano sin la preparación adecuada sin los 

conocimientos adecuados, podría atreverse a cometer un error, al atreverse a cometer un error entonces 

hay un principio de buena fe.  

En estos momentos que todos acabamos de escuchar que tiene una amplia trayectoria en lo público tanto 

así que asambleístas han pedido su asesoramiento y dice efectivamente tiene un título de cuarto nivel, 

entonces ya no estamos viendo aquí un error. 

Ojo con esto, ya estamos viendo la intención directa de engañar y mentir a la ciudadanía, mentirles a 

ustedes, cayendo inclusive en un delito, porque hoy voy a pedir a través de mis abogados, que enumeren 

y que se presenten el SATJE porque dice que estoy en estos momentos con llamamiento a juicio y 

puntualmente señaló que estamos en espera de la conformación de un tribunal.  

 Si es que eso hubiese sido dicho por una persona que a lo mejor no tiene educación básica no tiene 

educación de Tercer nivel posiblemente se hubiese entendido como alguna forma coloquial, pueblerina 

de expresar algún antecedente pero si estamos hablando de que se dijo en grabación hoy, que yo tengo 

llamamiento a juicio y hoy en los siguientes minutos, no es cierto y no lo comprueban le pido que por 

favor de oficio, ustedes envíen a la fiscalía, porque efectivamente se habrá dicho en estos momentos no 

una falsedad coloquial suelta de huesos sino una acusación gravísima, así como por ejemplo la segunda 

que ya veo que no es imprecisión porque obviamente un asesor de asambleísta de cuarto nivel que ha 

estado en investigaciones, dice que soy Gerente General de Ecuador Consulting Group.  

Quisiera que asimismo, se demuestre que soy Gerente General de Ecuador Consulting  Group o que lo 

he sido, caso contrario estamos hablando, ya no de un error de un muchacho de un error de un ciudadano 

estamos hablando de que un investigador con  título de cuarto nivel y que dice él que ha participado y 

le creo en investigaciones de trascendencia nacional, ya está mintiendo dos veces con intención de 

engañar a la ciudadanía y a la comisión, respecto de esto me reservo el derecho a la réplica para que una 

vez terminada la intervención, en el SATJE por favor en secretaría, vean si estoy con llamamiento a 

juicio o a su vez que él presente el número de proceso y lo revisen en el SATJE si tengo llamamiento a 

juicio, caso contrario, este es un delito gravísimo que acaban de cometer en transmisión en vivo a los 

ojos de la ciudadanía.  

Respecto de la puntualización de estos de estas denuncias doy paso a mis abogados con el derecho que 

me asiste para que de manera muy breve y directa puntual y con documentos certificados y debidamente 

notariados, den el estado de los mismos. 

Intervención del Postulante Rodrigo Daniel Frías Toral por intermedio de su Defensa Técnica 

Abg. Daniela García: 
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Buenos días, bueno una vez lo alegado por el Doctor, me voy a pronunciar en el siguiente sentido: 

Primero que nada tenemos que establecer que efectivamente el señor impugnante ha mencionado dos 

procesos penales el primero corresponde al 0928 6-2022- 0324 que como él bien lo mencionó bajo el 

principio de publicidad este proceso se encuentra en el sistema de consulta y sistema del SATJE si 

vamos al sistema de consultas de SATJE se puede evidenciar y ahora se puede hasta descargar, porque 

el sistema fue actualizado, existe el auto de sobreseimiento de fecha 29 de marzo del 2023 a las 11:49 

emitido por la señora Jueza Parrales Córdoba Nelli, Jueza Ponente dentro del número de proceso antes 

indicado. 

De la misma manera dentro del mismo proceso, se encuentra el dictamen abstentivo  presentado por el 

fiscal, en el cual él concluye que emite su dictamen indicando de que de las pruebas que se encontraban 

dentro de la instrucción se pudo determinar que el Dr. Rodrigo Daniel Frías toral no participó de los 

hechos denunciados, mismo que consta dentro  del SATJE y en estos momentos ponemos bajo el 

principio de contradicción señorita secretaria por favor a la vista del impugnante y ustedes señores 

miembros para que lo puedan revisar y de la misma manera pues una vez que termine mi intervención  

en base a la fecha, todo se pueda constatar en el sistema de consultas. 

Como segundo proceso tenemos el 0928 6-2011 0241 en el cual como le indicó inicialmente, 

corresponde a un trámite de archivo definitivo de una investigación donde de la misma manera la fiscalía 

indicó que no contaba con los elementos de convicción para formularle cargos al Dr. Rodrigo Daniel 

Frías Toral, mismo que también se encuentra dentro del sistema de consultas SATJE y este es de fecha 

12 de octubre del 2018 a las 7:55 mismo que también pongo bajo principio de contradicción a la vista 

del impugnante para que lo pueda revisar eso como tal respecto de las alegaciones respecto de los casos 

penales  

Quisiera igual finalizar respecto de la parte penal indicando pues que se tiene que  

Respetar lo establecido en la Constitución de la República del Ecuador en su Artículo 76 Numeral 2 que 

establece que se presumirá la inocencia de toda persona y será tratada como tal mientras no se declare 

su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada, de la lectura de lo indicado por 

el impugnante se puede ver que ha tratado de inducirlos a error y no ha hablado con la veracidad de 

conformidad con los documentos que acabamos de entregar.  

Intervención del Postulante Rodrigo Daniel Frías Toral por intermedio de su Defensa Técnica 

Abg. Andrea Sánchez 

Gracias, respecto del segundo punto el impugnante ha mencionado que el Dr. Daniel Frías pertenece o 

que es Gerente General actualmente de la compañía Ecuador Consulting Group, para eso consta las 

impresiones de la Superintendencia de Compañías donde ustedes podrán revisar que actualmente la 

representante legal y Gerente General es Martínez Alarcón Cristina del Rocío, lo cual hago entrega y 

también para que le hagan llegar a al Señor impugnante para que pueda revisar.  

No es menos cierto que el doctor Daniel Frías es accionista de la compañía Ecuador Consulting Group 

y esto es importante porque que precisamente el artículo 15 del Reglamento para la Elección de este 

cargo, establece que el postulante debe haber ejercido con probidad notoria la profesión de abogado.  

Ecuador Consulting Group es una empresa que se dedica al asesoramiento y patrocinio judicial, entonces 

sí me parece importante que el señor impugnante lo haya mencionado porque con esto se corrobora la 

probidad y los años que tiene el Dr. Daniel brindando asesoría jurídica en distintas áreas, al contrario de 
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ser esto un conflicto de interés como él lo hace creer y una suposición diciendo que si el Dr. Frías queda 

como  Defensor, entonces mañana del otro lado va a estar Ecuador Consulting, es algo que ni siquiera 

ha pasado y que es una suposición que tengo claro y que estoy segura que el  Dr. Daniel tiene clarísimo 

que no podría suceder.  

Más sin embargo Ecuador Consulting como ya dije es una compañía que se dedica al asesoramiento 

jurídico y que ha sido necesario para poder probar a ustedes los años que tiene el Dr. Daniel prestando 

servicios jurídicos entonces mal podría verse esto como falta de probidad al contrario es un documento 

y es una calificación idónea para mostrar a ustedes los años de experiencia que tiene el Dr. en esta área 

jurídica.  

Hasta ahí mi intervención.  

Intervención del Postulante Rodrigo Daniel Frías Toral : 

Culmino de la siguiente manera, si lo que se pretende es que yo me disculpe por trabajar, no lo voy a 

hacer.  

Porque trabajar honradamente y llevar una empresa desde cero, desde cero, a ser una de las empresas 

jurídicas más importantes del país y reconocida por la revista FORBES Internacional, por la revista 

Vistazo que nos han sacado reportajes amplios por dar trabajo a otras personas por generar empleo y 

por ejercer por más de 18 años la profesión, no me voy a disculpar.  

Me siento orgulloso de pertenecer como accionista de Ecuador Consulting Group, es justamente parte 

de mi trayectoria profesional, no vivo mamando de la teta del estado, al contrario si en este momento 

decido postularme como lo hice para representar a una institución, es obvio que me deslindaría en el 

momento que sea, si es que llego a ser Defensor Público, por naturaleza y evitar conflictos de intereses 

hasta ese momento cedería mis acciones y dejaría de pertenecer a la empresa privada.  

Mientras tanto si ustedes me van a decir que me siento avergonzado por tener mi propia empresa por 

haberla formado desde cero porque no soy ni hijo ni Nieto de abogados  

Me forjé desde cero y aprendí la profesión y he dado trabajo a muchos abogados y actualmente doy 

trabajo a muchos abogados y tengo muchísimos clientes gracias a Dios  

No me arrepiento y no siento vergüenza de aquello, vergüenza vivir mamando de la teta del Estado, 

vergüenza aferrarme un cargo público, vergüenza presentar mentiras y falsedades y decirlas como 

verdades. Eso sí es vergüenza, eso sí es denigrante para la profesión, eso es denigrante para el ser 

humano, eso sí es falta de probidad, me siento orgulloso de haber sido y seguir siendo miembro de 

Ecuador Consulting Group y si el día de mañana entro a lo público dejaré de representarlo.  

Ya fui director del Consejo de la Judicatura y en ese momento ya cedí mis acciones Ecuador Consulting 

Group y en ese momento, perdón no tenía acciones de Consulting Group y no tuve un solo conflicto de 

intereses, salí por la puerta grande.  

Más de siete reconocimientos de la Policía Nacional, del Ministerio de Gobierno, de Alcaldías, de la 

propia Judicatura y salí por la puerta grande.  

Ya estuve en lo público y no tuve queja, estoy dispuesto a poner la cara ante mentiras y difamaciones 

que ya sé de qué grupos políticos vienen, ya se presentaron los grupos políticos ya se identificaron que 
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es un grupo político va contrario a la ética a la razón, va contrario a la verdad, ahí sí vemos conflicto de 

intereses.  

La parte penal es para eso pues justamente no para que se diga que una persona es proba o no, porque a 

todos nos pueden acusar y ser parte de una investigación no significa que yo tuve algo que ver, así lo 

dicen las autoridades para eso es el proceso penal para determinar quién tuvo que ver en la investigación 

para determinar quién tuvo participación y quién no y a quién no devolverle la honra en este caso como 

Abogado mis acciones legales no son particulares sino justamente por el ejercicio de la profesión donde 

se piensa o se crea que hubo una duda existe el proceso penal para qué, para justamente aclarar y limpiar 

la honra y que no exista falta de probidad el día de mañana por una denuncia, a la cual con todo el gusto 

del mundo comparecía y gracias a Dios quedó efectivamente libre de toda acusación porque no tengo 

nada que temer ni tuve que temer, si soy parte en estos momentos de un proceso, no estoy siendo 

procesado no estoy siendo procesado en ningún juicio de materia penal. No estoy siendo procesado ni 

llamado a juicio, ni estoy vinculado a ningún proceso penal, hablo con términos legales exactos porque 

más allá y en mi réplica me reservo el derecho a lo que ya sé que la bajeza humana se va a atrever a 

decir hasta aquí mi intervención. 

Intervención del Impugnante Doctor Freddy Ramiro Hidalgo Arroyo: 

No a la réplica, he revisado las pruebas, el primer proceso que yo lo revisé en el SATJE ya no está como 

llamamiento de juicio, está archivado y no tengo que decir. Del resto, el archivo está puesto y no está 

nada más. 

En el punto del certificado de la gerencia general está hecho el cambio y societariamente está puesto 

otra persona gracias.  

Presidenta de la Comisión Ciudadana, Abg. Gabriela Cadena:  

Dr. Frías, quiero hacerle una pregunta, esta empresa que usted tiene, ¿Tiene contratos con el Estado? 

Contestación del Postulante Rodrigo Daniel Frías Toral: 

No tiene contratos con el Estado.  

Intervención del Postulante Rodrigo Daniel Frías Toral  

Finalmente, aclaro que no estoy siendo procesado ni esta vinculado a ninguna denuncia ni a ningún 

proceso penal pero advierto  que no soy del grado del grupo político que puso la denuncia de asociación 

ilícita, hace más de un año y medio y la dejaron abandonada, un Grupo político, la puso el mismo grupo 

político que hoy ha llamado a la asamblea a los Miembros del gobierno, el mismo grupo político que 

persigue a la fiscal Diana Salazar, el  mismo  grupo político que se declaró opositor del gobierno, un 

miembro de su bancada puso la denuncia por asociación ilícita a este concurso para empañar el concurso 

y por esa denuncia, que nunca fue reconocida la firma la presentaron y la dejaron abandonada, 

destituyeron a los otros comisionados y retrasaron el proceso.  

Más de año y medio, el que puso la denuncia, nunca tuvo la intención de aclarar el hecho. Advierto que 

se pretendería también destituir a los actuales miembros de la Comisión Ciudadana de Selección, por  

esa denuncia que la presentaron hace año y medio y la dejaron abandonada y que nunca reconocieron 

firma la impulsaron nuevamente el mismo grupo político que presenta la denuncia y que pretende ser 

opositor del gobierno y que pretende perseguir a la fiscal Diana Salazar es el mismo grupo político que 
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quiere tomarse la Defensoría Pública y poner al candidato de ellos y como no pueden porque en buena 

lid,  este concurso, se lo digo a la ciudadanía, no está cuestionado ni tiene problemas.  

Tengo una  sola denuncia puesta por un grupo político que la puso hace año y medio y la dejó 

abandonada y ese mismo grupo político, va a hacer que los destituyan a ustedes, van a detener el 

concurso nuevamente para que se detenga la designación y sigue enquistado la persona que está con 

acciones de protección a título y cambio de prebendas para que este grupo político tenga aunque sea la 

Defensoría Pública  

Lo digo porque esa denuncia con la que se pretende manchar el nombre de este concurso, se pretende 

manchar como ya lo han hecho, ustedes comisionados ni siquiera son parte de esa denuncia pero ya lo 

salpican, saben por qué porque no tienen nada con que atacarnos no tienen nada con que atacarme a mí 

como postulante ni tienen nada con que atacarlos a ustedes, van a usar esa denuncia de hace año y medio 

que nunca se investigó, que nunca ha llegado a procesar a nadie, que ni siquiera ha tomado la versión 

de nadie pero que sirvió para destituir a la comisión anterior lo van a hacer nuevamente con ustedes para 

qué, para que ese grupo político contrario al gobierno contrario a la Fiscalía, detenga el concurso y tenga 

el poder de poner a su persona que sí sea su conveniencia y no a Daniel Frías o a cualquier postulante 

que ganó los concursos limpiamente que participó y llegaron hasta esta etapa hoy a este a esta hora y ya 

sé hacia dónde van, ya sé por qué estas acusaciones infundadas, ya sé por qué se retractan en este 

momento, la intención no es aclarar, la intención es confundir a la ciudadanía, la intención es justificar 

los actos que van a hacer los días siguientes.  

Gracias y fuerza, fuerza comisión, porque a mí 2 años y medio me han atacado, 2 años y medio no han 

permitido que una persona independiente de la política llegue hasta donde ha llegado pero se lo ha 

logrado, a ustedes les amenazaron en transmisión en vivo, amenazaron a sus familias y esa denuncia, 

que sí es real, ningún acto ni ningún asambleísta defendiéndola.  

Muchas gracias y que la patria sepa lo que está pasando. 

6.4.2. ANÁLISIS DE LA COMISIÓN 

La impugnación se sustenta en la supuesta existencia dos procesos penales incoado contra el postulante, 

según información en la página web del Consejo de la Judicatura. El impugnante señala que uno de los 

casos estaría archivado, pero que en el otro habría  un llamamiento a juicio con lo cuál se comprobaría 

la falta de probidad del postulante para ejercer el cargo de Primera Autoridad de la Defensoría Pública. 

Sin embargo, el postulante y sus abogadas en la audiencia demostraron con evidencia concreta del propio 

sistema del Consejo de la Judicatura que los dos procesos penales mencionados se encuentran 

archivados, el uno con base en la resolución de archivo y el otro por cuánto fue sobreseído, ya que 

Fiscalía en ninguno de los casos determinó la participación del postulante en algún delito o hecho ilícito.  

En ese sentido, el postulante demostró que no había fundamento en las acusaciones del impugnante 

respecto a la existencia de procesos penales pendientes en su contra. 

Además, También el impugnante señaló la posibilidad de un conflicto de intereses debido a que el 

postulante es gerente de una empresa jurídica privada llamada Ecuador Consulting Group. Sin embargo, 

durante la audiencia el postulante demostró que no ostentaba el cargo de gerente general en la referida 

empresa sino que este puesto lo ocupaba Cristina Martínez, que el postulante es accionista y que la 

misma la inició de cero a través de la cual se ha forjado una importante trayectoria en el derecho y ha 

dado trabajo a muchos abogados. 
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Al respecto la Comisión analiza que los argumentos establecidos en la referida impugnación están 

compuestos por hechos o afirmaciones equivocadas que en la audiencia quedó verificada su falsedad. 

Es así que se   acusa al postulante de actuaciones que pudieren ser objeto de investigaciones en el marco 

penal, sin que se haya declarado la responsabilidad del postulante mediante resolución firme o sentencia 

ejecutoriada y es más cuando al respecto existe ya resoluciones de archivo de las causas en las cuales se 

verificó que el postulante no tuvo ninguna participación. 

Lo mismo respecto a la afirmación que el postulante es gerente general de su empresa jurídica, que si 

bien se demostró que dicha afirmación es falsa, esta Comisión sostiene que el hecho que cualquier 

postulante sea socio, accionista, gerente o dueño de su despacho jurídico no constituye en ningún sentido 

un impedimento para concursar, más bien por el contrario, ser abogado en ejercicio profesional tanto en 

lo público como en lo privado es un requisito para poder participar en el concurso, pues sino se estaría 

discriminando a los abogados que ejercen particularmente a través de sus despachos la profesión de la 

abogacía. 

Por lo tanto, esta Comisión insiste en que es necesario contar con pruebas sólidas y verificables para 

respaldar cualquier tipo de acusación pues la probidad y la integridad de una persona no deben ser 

juzgadas sin evidencia concreta y justa. Es así que, esta Comisión se ha ceñido siempre a lo dispuesto 

en el artículo 76 numeral 2 de la Constitución de la República, por lo que únicamente se considerará una 

acusación en la que se haya declarado la responsabilidad del postulante mediante resolución firme o 

sentencia ejecutoriada, lo cual no es el caso, además el postulante demostró que fue sobreseído en el 

proceso indicado, por lo tanto, no procede la presente impugnación. 

Además, es importante señalar que en la presente impugnación, el impugnante una vez que verificó y 

aceptó su error al conocer que los casos penales de los que suponía abiertos en contra del postulante ya 

habían sido archivados, así como que su aseveración que el postulante es gerente de una empresa jurídica 

pero que se demostró que no era así pues la gerencia lo ocupaba otra persona, procedió en la réplica a 

aceptar y allanarse a las alegaciones del impugnante con lo cual se cierra de pleno derecho la presente 

impugnación. 

6.4.3. CONCLUSIÓN  

Por los fundamentos señalados en el presente análisis una vez que ha sido garantizado el debido proceso 

determinado en el art. 169 de la Carta Magna, se ha ejercido el derecho a la defensa y que se cuenta con 

una adecuada motivación en los términos señalados en el art. 76 numeral 7 literal l) de la Constitución 

de la República del Ecuador, está Comisión Ciudadana de Selección rechaza la impugnación realizada 

por el ciudadano Freddy Ramiro Hidalgo Arroyo; quién además de manera expresa ha aceptado las 

alegaciones del postulante una vez que se ha demostrado el error en sus argumentaciones. en contra del 

postulante Rodrigo Daniel Frías Toral. 

6.5. IMPUGNACIÓN DEL CIUDADANO DIXON ALBERTO ANGULO MECIA, EN CONTRA 

DEL POSTULANTE DANIEL FRÍAS TORAL 

6.5.1. EXPOSICIÓN DE LAS PARTES 

En esta impugnación cabe señalar que el impugnante Dixon Alberto Angulo Mecía, no asistió el día y 

hora de la convocatoria a la Audiencia Pública por lo que en aplicación del literal e) del artículo 58 del 

Reglamento del Concurso que señala “e) En caso de inasistencia de la o el impugnante, o en el evento 
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de no asistir las dos partes, se archivará la impugnación de pleno derecho”, esta Comisión procede a 

archivar dicha impugnación de pleno derecho como manda la norma antes señalada. 

6.5.2. ANÁLISIS DE LA COMISIÓN 

Cabe señalar que como segundo punto de la convocatoria a la Audiencia Pública desarrollada el 11 de 

abril de 2024, a las 09H00, se procedió a constatar la presencia de los impugnantes y postulantes 

impugnados, en donde la Secretaría de la Comisión verificó y certificó la ausencia del ciudadano Dixon 

Angulo Mecía, con lo cual se ratificó la aplicación de la norma que determina para la inasistencia del 

impugnante a la audiencia pública de impugnación. 

Si bien el ciudadano llegó dos horas después de iniciada la Audiencia Pública, un principio básico del 

derecho civil es que únicamente tiene valor un acto jurídico si se lo realiza en el tiempo indicado, por lo 

que si la convocatoria a la Audiencia era a las 09h00 no tiene valor legal una asistencia dos horas más 

tarde.  

En ningún proceso administrativo, judicial, ni siquiera constitucional cuya naturaleza es la informalidad, 

no se permite o se declara como válida una comparecencia dos hora más tarde, sino que la oportunidad 

de los actos también es un requisito fundamental para la garantía de la seguridad jurídica. 

Una de las garantías básicas del debido proceso establecida en el literal c) del numeral 7 del artículo 76 

de la Constitución de la República es que las partes sean escuchadas de manera oportuna y en igualdad 

de condiciones, pero el momento oportuno en el caso de las impugnaciones fue establecido en la 

Convocatoria y era el día jueves 11 de abril de 2024 a las 9:00, por lo que la inasistencia del impugnante 

el día y hora señalada, convierte en inoportuna su intervención si se pretende realizar a cualquier otra 

hora cuando lo considere él conveniente. 

En este sentido, la falta de asistencia del impugnante en virtud de garantizar la seguridad jurídica obliga 

a esta Comisión a aplicar el literal e) del artículo 58 del Reglamento del Concurso y archivar su 

impugnación. 

Se conoció por tercera persona que el impugnante se encontraba en la sala de audiencias a las 10H43, 

por los que por medio de secretaria se procedió a tomar votación para permitirle o no su participación; 

con 5 votos a favor y 2 votos en contra, no se le permitió la intervención del impugnante Dixon Angulo 

Mecía, ya que la hora de la convocatoria era a las 09H00, y de acuerdo al Reglamento del Concurso, las 

audiencias deben realizarse en el día y hora señalados.  

6.5.3.  CONCLUSIÓN 

Por los fundamentos señalados en el presente análisis una vez que ha sido garantizado el debido proceso 

determinado en el artículo 169 de la Carta Magna, la seguridad jurídica contemplada en el art. 182 y que 

se cuenta con una adecuada motivación en los términos señalados en el artículo 76 numeral 7 literal l) 

de la Constitución de la República del Ecuador, esta Comisión Ciudadana de Selección rechaza la 

impugnación realizada por el ciudadano Dixon Alberto Angulo Mecía, en contra de la postulante 

Rodrigo Daniel Frías Toral, y la archiva de pleno derecho en cumplimiento del literal e) del artículo 58 

del Reglamento del Concurso, dada su inasistencia a la Audiencia Pública el día y hora señalados lo cual 

fue constatado por la Secretaría de la Comisión.  

Las resoluciones tomadas se sustentan en las siguientes normativas  

• CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 
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1. Artículo 61 numerales 1, 2 y 7 

2. Artículo 76 numerales 1,2, y 7 literales a), b), c), d), h) y l)  

3. Artículo 82  

4. Artículo 169 

• REGLAMENTO DE COMISIONES CIUDADANAS  

1. Artículo 36 numerales 3 y 6 

2. Artículo 37 numerales 2,3,4 y 5 

3. Artículo 40 numeral 1 

 

REGLAMENTO PARA LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD 

DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA MEDIANTE CONCURSO DE OPOSICIÓN Y MÉRITOS 

CON VEEDURÍA E IMPUGNACIÓN CIUDADANA 

1. Artículo 58  

 

6.- RECOMENDACIONES:  

Se recomienda al pleno de la Comisión Ciudadana de Selección de la Primera Autoridad de la Defensoría 

Pública aprobar el presente Informe, por lo cual se procede a tomar votación. 

 

INFORME APROBADO CON LA SIGUIENTE VOTACIÓN  

Nro. COMISIONADO /A VOTO 

1. TANIA ELENA CHAMORRO PALTIN A FAVOR 

2. GABRIELA ALEXANDRA CADENA GARCIA  A FAVOR 

3. ALBERTO CESAR ENDERICA GUIN  A FAVOR 

4. KIMBERLY NINOSHKA VILLAGOMEZ MOSCOSO A FAVOR 

5. EDUARDO VICENTE YANEZ MEZA A FAVOR 

6. JULIO CESAR RUIZ ZHINGRE AUSENTE 

7. GINA MARIETA BARRERA VIVAR A FAVOR 

 

 

Dado en Quito D.M. a 15 de abril de 2024. 

 

 

 

Abg. Gabriela Cadena García 

PRESIDENTA DE LA COMISIÓN CIUDADANA DE SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LA 

PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA 
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RAZÓN. - Certifico que el presente Informe fue aprobado por unanimidad del Pleno de la Comisión 

Ciudadana de Selección de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, en la Sesión No. 10 realizada 

el 15 de abril de 2024 

 

 

Abg. Tania Chamorro Paltín 

SECRETARIA DE LA COMISIÓN CIUDADANA DE SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE 

LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA 
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